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La presente investigación, tuvo como objetivo general proponer impuestos 
ecológicos para regular la contaminación extractiva empresarial en el Sistema de 
Gestión Ambiental Regional, su importancia radica en la necesidad de proteger los 
recursos naturales de la externalidad negativa de una actividad que genera riesgos 
ambientales. Por lo tanto, este tipo de tributo pretende cambiar la conducta del 
contribuyente, hacia modernas formas de extracción, y reducción, generaciones 
futuras y la estabilidad del país, a través de incentivos tributarios. Asimismo, 
mejorará la inversión en proyectos relacionados al medio ambiente de cada 
departamento, con un balance adecuado de sus recaudaciones según la actividad 
económica de su territorio, y sus niveles de emisión, con un control eficiente los 
Límites Máximos Permisibles y Estándares de Calidad Ambiental, así como de toda 
herramienta económica desarrollada por la política ambiental nacional.  
 
En tal sentido, la Población y Muestra de la Investigación en mención son 
funcionarios de la Gerencia de Recursos Naturales y Medio Ambiente, área de 
auditoría de la SUNAT, Lambayeque , procuradores del Ministerio del Ambiente, 
abogados especialistas en Derecho Tributario y abogados especialistas en Derecho 
Ambiental de la ciudad de Chiclayo. Así mismo, en la investigación in comento se 
utilizó el método no experimental, transversal, descriptivo y explicativo. Finalmente, 
los resultados de la investigación, concluyeron positivamente tras la articulación con 
los antecedentes del estudio.  Por lo que, reflejan la necesidad legislativa de 
solucionar problemas de contaminación y mejorar la calidad de vida de las personas 
en un ambiente sano y equilibrado, a través del aprovechamiento sostenible de los 
recursos naturales y el derecho tributario. 
 



















The purpose of this research was to propose ecological taxes to regulate corporate 
extractive pollution in the Regional Environmental Management System, its 
importance lies in the need to protect natural resources from the negative externality 
of an activity that generates environmental risks. Therefore, this type of tax aims to 
change the behavior of the taxpayer, towards modern forms of extraction, and 
reduction, future generations and the stability of the country, through tax incentives. 
Likewise, it will improve the investment in projects related to the environment of 
each department, with an adequate balance of its collections according to the 
economic activity of its territory, and its emission levels, with an efficient control of 
the Maximum Permissible Limits and Environmental Quality Standards, as well as 
any economic tool developed by the national environmental policy. 
 
In this regard, the Population and Research Sample mentioned are officials of the 
Natural Resources and Environment Management, audit area of SUNAT, 
Lambayeque, attorneys of the Ministry of Environment, lawyers specializing in Tax 
Law and lawyers specializing in Law Environmental of the city of Chiclayo. 
Likewise, in non-experimental research, the non-experimental, transversal, 
descriptive and explanatory method was used. Finally, the results of the investigation, 
concluded positively after articulation with the background of the study. Therefore, 
they reflect the legislative need to solve pollution problems and improve the quality 
of life of people in a healthy and balanced environment, through the sustainable use 
of natural resources and tax law. 
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Ante el progreso económico y tecnológico del Estado peruano en vías de 
desarrollo, tiene un principal sustento, la extracción de la materia prima o la 
explotación de los recursos naturales, desarrollando así, gran actividad minera y 
agrícola, dominadas por empresas nacionales y transnacionales, las mismas que 
tributariamente alimentan nuestro sistema fiscal y economía del Estado. La 
actividad extractiva actual, está generando contaminación al ambiente, debido a 
sus sistemas o formas de extracción, así como efectos negativos en la salud de la 
población, motivo por el cual, el Derecho Ambiental, regula la conducta humana 
hacia los ecosistemas, la doctrina y normativa de protección, recuperación y 
contingencia para el cuidado medio ambiente; por otro lado, se ha analizado 
empresarial, político y socialmente, el desarrollo de nuevas corrientes ideológicas, 
que defienden el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales. 
Ante ello, debemos aunar nuestros conocimientos, liderazgo de voluntad activista 
y profesional del derecho, para que a partir de los estudios del Derecho Ambiental 
y Tributario, desarrollemos una herramienta económica y eficiente sobre el 
aprovechamiento de los recursos naturales, y desarrollar incentivos tributarios, 
fomentando que las empresas reduzcan sus niveles de contaminación o los efectos 
residuales, como una posible solución y/o avance en el bienestar de la sociedad y 
el futuro desarrollo del Derecho Tributario Ambiental en el Perú, además cabe 
señalar que es necesaria la voluntad política y legislativa para cuantificar la 
propuesta de los tributos. 
Asimismo, somos un país en pleno auge, gracias a las actividades económicas de 
la minería, agricultura, piscicultura, entre otras, pero a la vez debemos asegurar 
modernas formas de extracción, no solo para la protección del ambiente entendido 
en su conjunto eco sistémico y natural, sino también para el bienestar y salud de 
las generaciones futuras; por lo cual el Sistema de Gestión Ambiental y la 
administración de los recursos deben estar acompañados de fuentes o 
instrumentos económicos que permitan una mayor inversión y así cumplir con el 
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derecho fundamental de vivir en un ambiente sano y equilibrado, así como lograr 
los preceptos establecidos en el principio de “quien contamina paga”, 
solidificando nuestra economía social de mercado y el desarrollo sostenible del 
país, cuya realidad me permite desarrollar las siguientes definiciones y sustentos.  
Por lo tanto el presente trabajo está orientado a desarrollar las herramientas 
necesarias para configurar los impuestos ecológicos en nuestro sistema ambiental 
nacional como primera variable independiente y que permitan disminuir los 
niveles de contaminación generada por empresas extractivas en el departamento 
de Lambayeque, como segunda variable dependiente, para desollar el presente 
trabajo. 
De ese modo, en la primera fase, abordamos la realidad problemática a nivel 
internacional, nacional y local, baso en hechos y experiencias ; en la segunda fase, 
desarrollamos antecedentes del objeto de estudio, a nivel internacional, nacional 
y local, contextualizando los mecanismos y resultados de otras experiencias sobre 
los impuestos ecológicos; en la tercera fase, se desarrollan doctrinas teóricas de la 
primera variable, impuestos ecológicos, y de la segunda variable, la 
contaminación extractiva empresarial, así como diversos principios y teorías que 
unifican el Derecho Tributario y Ambiental como son teoría del impuesto 
Pigouvian, económica y extrafiscal, y al mismo tiempo describimos los aspectos 
positivos y complicaciones para su desarrollo. Finalmente en la cuarta etapa, 
exploramos el derecho comparado, para analizar los impuestos ecológicos en otros 
países. Con todo ello presentamos un la propuesta de un proyecto LEY MARCO 
SOBRE LOS IMPUESTOS ECOLÓGICOS PARA REGULAR LA 















Al analizar el estado actual de extractivismo en el mundo, la ONU Medio Ambiente, 
en diciembre del 2017, publica el entorno y vivencias de las ciudades de Mariana en 
Brasil y en la ciudad de Panguna en nueva Guinea “Si bien pocos habitantes de 
ambos lugares pueden haber interactuado entre sí, tienen una historia común acerca 
de las consecuencias desastrosas y a menudo no deseadas de la extracción de 
recursos naturales.”, es un claro ejemplo de ciudades que luchan constantemente 
con la contaminación y conviven con los efectos de la minería, principal tipo de 
empresa extractiva en el mundo y para el crecimiento de las naciones. 
En el camino de la lucha constante por reducir la contaminación y proteger el 
ambiente, diferentes ciencias sociales, económicas y de derecho han desarrollado 
instrumentos, que desde sus bases puedan contribuir al desarrollo de una sociedad 
sustentable y sostenible a favor de las generaciones futuras y del territorio donde se 
desarrolla la humanidad; según Fanelli et all (2015) sobre estudios del cambio 
climático en América Latina, explica ante la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (CEPAL), que el mundo ha desarrollado la tributación ambiental 
a partir de la Reforma Fiscal Ambiental, la misma que a fines de los 80 y toda la 
década de los años 90 fue implementándose a través de reformas de los países 
europeos, la naturaleza de la esta adaptación fiscal se sustenta en la necesidad de 
corregir distorsiones, actitudes, conductas y procesos que deterioran el medio 
ambiente, para ello era necesario consolidar bajo un sistema fiscal la corrección de 
dichas conductas y la captación de presupuestos para contrarrestarla, y de ese modo 
lograr el uso racional de los recursos naturales, desde la teoría del capital natural y la 
economía sostenible. 
Desde aquellos años, el futuro del derecho fiscal o tributario, proponía una 
herramienta, que ayude a los países a invertir en los efectos negativos del desarrollo 
de la industria en sus diversas manifestaciones, de este modo, a la fecha, países 
latinoamericanos como Colombia, Ecuador, México y Chile, han implementado 
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impuestos ecológicos en sus sistemas de recaudación tributaria hace más de 10 años, 
y el Perú aún no. 
Según Jiménez (2016), manifiesta ante la Agencia Europea de Medio Ambiente que, 
“Esta ventaja de los impuestos verdes fue reconocida por el Consejo en las 
conclusiones del Consejo sobre Medio Ambiente del 12 de diciembre de 1991, que 
presentó una plataforma comunitaria común para la CNUMAD de 1992.”, por lo 
que se tendrá en cuenta el desarrollo normativo de países europeos, con mayor 
experiencia en los impuestos ambientales, desarrollado como Impuesto Pigouviano, 
que son impuestos que buscan corregir efectos negativos o positivos de una acción 
comercial. 
De igual manera, el impuesto recaerá sobre las empresas extractivas, en su sector 
minero, pesca, agricultura, maderera, entre otros, considerando que su mayor 
exponente es la minería, según Göbel & Ulloa (2014), en una publicación de 
biblioteca abierta, sobre perspectivas ambientales, nos explica las diversas 
consecuencias de dicha actividad.  
Sin lugar a duda, la minería es y seguirá siendo la principal fuente de ingreso del 
país, y debemos ir más allá de conformarnos en que sus consecuencias negativas son 
y serán así siempre, para ello un análisis inclinado a una moderna tecnología 
ecologista y menos divisiva de los recursos naturales, nos permitirá mejorar el 
Sistema de Gestión Ambiental, hacia uno verdaderamente preventivo y correctivo; 
Los autores Göbel & Ulloa, antes citados, enlistan los siguientes problemas  
ocasionados por la minería, como efectos negativos en la agricultura a mediano y 
largo plazo, la ganadería, el agua, la salud humana entre otros.  
Es por ello, que el enfoque de la reforma fiscal verde debe identificar claramente los 
diversos beneficiados directamente con los impuestos ecológicos, desde la 
población, las entidades particulares, las entidades del estado, y los bienes jurídicos 
protegidos para el ser humano y la naturaleza misma. 
De igual manera, las autoras, manifiestan la problemática del cobro de impuestos, 
puesto que la descentralización tributaria en muchos países como Perú, aún no es 
eficiente o se encuentran sin desarrollar, puesto que los gobiernos regionales y 
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locales no cuentan con la capacidad para la creación de impuestos, según el mercado 
regional particular, por lo que todo depende del gobierno central.  
Según un informe del Programa de la Naciones Unidas para el Medio Ambiente - 
PNUMA (2015), resultado de la reunión de altos funcionarios gubernamentales 
expertos en derecho ambiental dedicada al examen de mitad de período de cuarto 
programa para el desarrollo y examen periódico del derecho ambiental (Programa 
de Montevideo IV), expresan que todos los países deben contener 
constitucionalmente, la supremacía de proteger los recursos naturales en su 
territorio, resaltando que múltiples medida jurídicas se han adoptado desde el 2010, 
en aras de proteger el medio ambiente y la salud de las personas (efecto externo 
directo de la contaminación ambiental), de eso modo, normas nuevas y modernas 
han surgido, mientras que otras han mejora y fortalecido la protección ambiental, 
otros países han centrados sus esfuerzos en desarrollar impuestos ambientales, a 
través de programas y proyectos que se han implementando y mejorado con el paso 
de los años, sobre todo desde un enfoque descentralizado (nacional y regional). 
Sin embargo, Perú, en la actual constitución de 1993, refieren que el Estado debe 
asegurar y promover la “conservación de la diversidad biológica y de áreas 
naturales”, más no establece que se deba asegurar y promover la conservación de los 
recursos naturales, entiéndase como diferente cada término usado, entre diversidad 
biológica, áreas naturales y recursos naturales; con ello denotamos un deficiente 
compromiso constitucional, por lo tanto una escasa voluntad política y de gestión 
para precisar términos jurídicos en protección del medio ambiente y por lo tanto un 
débil desarrollo del Derecho Ambiental efectivo, protector y reversivo de la 
conducta negativa humana. 
 
1.1.2. Nacional  
 
En la actualidad, según el Instituto Nacional de Estadísticas e Informática – INEI 
(2018), publicó en su página web oficial el Informe Técnico N°11 de noviembre del 
2018, señalando que la producción nacional, en diciembre del 2018 creció 2,13%, 
con lo cual se consolidada cerca de registrando ciento diez meses de crecimiento 
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consecutivo del país, dicha meta se logró gracias a la evolución y crecimiento 
favorable de sectores económicos, principalmente telecomunicaciones, transporte, 
telecomunicaciones, comercio, manufacturera y sobre todo las exportaciones, 
incrementando en un 10,37%, sectores como minería de material n metálico, 
agropecuario y pesquero. 
Por lo que, el Producto Bruto Interno (PBI) del Perú, medido por la INEI (2018), 
hasta la fecha con los precios del 2007, registra que el PBI ha crecido hasta el 
Segundo trimestre del 2018 en un 5,4%, según su Informe Técnico N°03 de agosto 
del 2018, por lo que nos sustentamos con los ingresos económicos que nos brindan 
las grandes empresas extractivas, gracias a los recursos naturales biodiversos con los 
que cuenta el país, ya sea en hidrocarburos, minería, pesca y la agricultura cuya 
exportación crece significativamente ante la inversión privada.  
Según Azpur & Baca (2017), en una colaboración al Centro Peruano de Estudios 
Sociales, nos explica brevemente y en términos positivos que el extractivismo, 
genera mayor inclusión social y ha permitido la visibilidad de grandes proyectos 
extractivos a la vanguardia del mundo, brindando oportunidades desde el agricultor 
más pequeño hasta el más grande, peor aun cuando “la inclusión social termina 
dependiendo de la actividad extractiva en la medida en que la segunda financia a la 
primera”, es por ello que esta necesidad, nos obliga a redefinir la fiscalidad en el 
sistema de gestión ambiental y tributario, y esclarece la importancia de que el Perú 
debe enfrentarse a su inherente crecimiento económico, y encaminarse por una 
postura de un desarrollo económico sostenible, el cual consiste en  mantener el 
respeto restricto de los derechos de la población y el uso responsable de los recursos 
naturales, para su el uso y disfrute de las generaciones futuras.  
Asimismo, la presente investigación, se funda en el Art. 2 de la Constitución Política 
del Perú (1993), el cual estipula que toda persona tiene “derecho a gozar de un 
ambiente equilibrado y adecuado desarrollo de su vida”, con la esperanza de sumar 
al sistema de gestión ambiental, no bajo normas flexibles, si no en la materialización 
del derecho, que es lo que le hace falta a los normas legales del Derecho Ambiental 
en el Perú, simbólica en el ejercicio de las mismas; la implantación de Impuestos 
Ecológicos a la contaminación establecida en los Límites Máximos Permisibles de 
emisiones contaminantes, de las diversas formas de contaminación, en el presente 
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caso, generada por empresas extractivas, tomando como ejemplo las empresas del 
departamento de Lambayeque y evaluando el presupuesto regional y municipal, 
denotaremos como se realiza la inversión al cuidado del medio ambiente, cuya 
realidad del problema estaría en la escasa inversión pública en el medio ambiente, 
así como falta de voluntad política. 
Asimismo, es importante conocer la aceptación de las empresas, como aporte sobre 
dicha implementación y su voluntad por mejorar sus mecanismos de producción, por 
ello este tipo de impuestos tendrá una estrecha relación en contribuir con el 
desarrollo la responsabilidad empresarial, que si bien, la legislación actual no la 
obliga, la empresas han entendido que deben trabajar en la responsabilidad social 
para tener aceptación de la población donde se va a desarrollar determinada actividad 
extractiva, de ese modo Chanduví (2013), en su investigación de maestría, 
denominada “El Principio de Causalidad en los Gastos por Prácticas de 
Responsabilidad Social Empresarial en el Perú.”, concluye que la responsabilidad 
social de la empresa se desarrolla a través de involucrando el trabajo empresarial con 
el entorno en el que se desarrolla, siendo estos un conjunto de personas, territorio y 
ecosistemas, y con ello asegurar la aceptación de la población, el futuro y 
permanencia de la empresa. 
Por ello, este tipo de impuestos busca que las empresas inviertan en procesos 
productivos menos contaminantes y encaminada al post extractivismo, al asumir sus 
riesgos de contaminación prevista en los Estudios de Impacto Ambiental, de no 
tomar medidas en los años mediatos, ocasionará la desintegración entre los recursos 
naturales, la economía de la empresa y con ello del país. 
De igual modo, los principios internacionales y nacionales, contenidos en la Ley 
General del Ambiente (2005), como “quien contamina paga” o conocido en la 
normativa como “la internacionalización de costos” y de prevención, y artículo 36, 
“De los instrumentos económicos” y todo el contenido legal que contempla la 
mencionada ley, necesita un alcance efectivo de gestión ambiental nacional, regional 
y local, con el uso transparente de los recursos por el cuidado del medio ambiente. 
La medida, debe ser implanta como un proyecto de ley, puesto que la reforma de la 
descentralización fiscal aún no cumple sus objetivos, existiendo contradicciones y 
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acuerdos que liberen su recaudación, según Azpur & Baca (2017), expresa que “(…) 
las propuestas de descentralización fiscal basadas en los criterios de necesidad, 
capacidad y aporte. Ya se han logrado avances en su negociación entre el Ministerio 
de Economía y Finanzas, la Asamblea Nacional de Gobiernos Regionales (ANGR) 
y la Red de Municipalidades Urbanas y Rurales del Perú (REMURPE) (…).”, sin 
embargo, a la fecha, el mecanismo de investigación, deberá desarrollarse desde el 
poder legislativo. 
Sin embargo, según el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente – 
PNUMA (2016), manifiesta que entre los grandes de la descentralización para el uso 
adecuado de las tierras y con el objetivo regional y local, para avanzar en la 
protección del medio ambiente, nos explica un claro ejemplo, como son las 
comunidades de la Reserva Nor Yauyos Cochas, ubicado en el Perú, los cuales 
desarrollan con éxito, herramienta socio económicas, ambientales, tecnológicas y 
culturales, en sus sistemas de gestión, para la protección de sus recursos y provocar 
una inversión privada responsable y a la vanguardia, para lograr una resiliencia 
eficiente de sus sistemas productivos a favor de la población; podríamos añadir que 
este gran avance, lo pudo lograr al no aparecer efectos o intereses políticos 
partidarios, en la que la localidad o comunidad, así como la empresas, han optado 
por un rol más conciliador y negociable, fomentando el avance intelectual de su 
localidad, en balance con la protección de los derechos fundamentales y ambientales, 
equilibrando socio económicamente y fomentando un modelo de inversión social en 
el mercado nacional, la misma que lamentable no es replicado en otros conflictos 
ambientales; por lo tanto, nos demuestra la necesidad de desarrollar herramientas 
eficaces para materializar, cuantificar y lograr una tutela fiscal a la contaminación 
ambiental. 
 
1.1.3. Local  
 
Los altos niveles de contaminación en Chiclayo, están a la vista de la población, 
desde las zonas urbanas hasta las zonas rurales, si bien no existe una amplia 
información sobre la contaminación del suelo, agua y aire de la Provincia de 
Chiclayo, es perceptible por toda ciudadanía; en relación a la contaminación del 
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Departamento, tienen que dos actores que lo permiten, el primero de ellos nos 
referimos a la Gestión Pública de la Gerencia de Recursos Naturales, o las acciones 
municipales, que nacen desde la Gestión Ambiental Nacional y Regional, pues existe 
poca voluntad por revertir y mejorar los estándares de calidad del territorio; el 
segundo actos es la población o la ciudadanía, cuya educación ambiental es recibida, 
pero el ejercicio y responsabilidad de sus acciones por cuidar el medio ambiente es 
negativa, desde lo botaderos de basura, el ruido, acequias, entre otros.  
Según estudios realizados por la Producido por el Programa de las Naciones Unidas 
para el Medio Ambiente – PNUMA (2008), siendo esta única investigación profunda 
sobre la contaminación de Chiclayo hasta la fecha, haremos mención a los diferentes 
impactos ambientales encontrados por actividad contaminante; en cuanto a la 
explotación petrolera, que si bien no existe en nuestro departamento, se han venido 
haciendo exploraciones y explotaciones en algunas zonas del departamento de Piura 
y Lambayeque, con la finalidad de buscarla a lo que manifiesta lo siguiente, que en 
gran medida la actividad de exploración y explotación, contaminan el agua, dicho de 
paso que es efectivamente lo que sucede en todas las zonas petroleras del país, motivo 
por el cual existen diversos conflictos ambientales y sociales. 
De igual modo con la contaminación de las aguas, producido por la actividad 
agrícola, siendo este una principalmente fuente de ingresos de las familias rurales del 
departamento, es inevitable que las empresas agrícolas, usen en demasía insecticidas, 
fertilizantes, plaguicidas y pesticidas en su producción, quedando en los alimentos 
parte de estos químicos, los mismo que con consumidos por la población; los 
desechos producto de la extracción de estos alimentos terminan en drenes, desagües, 
así como subterráneamente, siendo inevitable la contaminación, sin embargo, estos 
deben cumplir con estándares de calidad y deben asumir los límites permisibles 
contemplados en la normativa, dentro de su producción. 
Si bien la Autoridad Ambiental Regional, así como las Gerencias de Producción, 
entre otras, deben evaluar el cumplimiento de estos estándares y límites, y de ser el 
caso, aplicar infracciones y multas, las empresas no cumplen con emitir desechos 
acordes a los estándares, siendo los drenes y acequias, grandes focos de 
contaminación; Según la PNUMA (2008) “(…)las aguas residuales de la ciudad, 
tras ser de la Ciudad de Chiclayo como el Esquema de tratadas, se reutilizan 
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ilegalmente para el riego de estructuración metropolitana, su implementación no 
plantas de tallo corto, lo cual constituye un riesgo ha sido posible debido a factores 
políticos y para la salud de la población.” Y lamentable que solo con observar, 
podamos notar que al 2018, esta realidad aún es palpable en nuestro departamento. 
La investigación antes mencionada, explica sobre la actividad económica del 
departamento, basado principalmente en la pesca, manufactura, comercio, energía, 
transporte, turismos, agricultura y minería de material no metálico, es así que refiere 
que: 
Chiclayo, aporta el 4.6% del producto bruto interno nacional; lo que lo sitúa 
en el sexto lugar en importancia, después de los departamentos de Lima, 
Arequipa, Piura, La Libertad y Junín, que aportan el 44.9%, 5.5%, 5.4%, 5.3% 
y 5.0% respectivamente (INEI). 
Por otro lado, la contaminación del aire de Chiclayo, según el Equipo Técnico del 
MIMAN, Concepción & Rodríguez (2014), proporcionan el siguiente resultado: 
Los monitoreos se realizaron durante los años 2007, 2008, 2009 y 2012; en 
todos los años se excede el valor del ECA de Aire para PM10 promedio anual 
de 50 µg/m³ y si bien es cierto no se excedió el valor promedio del ECA diario 
de 150 µg/m³ durante esos años, la tendencia de los promedios diarios es 
creciente, llegando en el 2012 a 148,5 µg/m³, al borde del valor ECA diario 
mostrando un incremento de los niveles de contaminación (…) 
 
En cuanto a la contaminación el suelo, para uso industrial, podemos destacar que en 
el departamento existen molineras, procesamiento de bebidas gaseosas, empresas que 
procesan la arcilla, entre otros, así como los suelos de uso agrícola, según el Proyecto 
INDECY (2003), manifiesta en cuenta la actividad extractiva que San José, Santa 
Rosa, Olmos, Reque, Chongoyape, Mochumí, Chongoyape, Túcume, Jayanca, tienen 
una principal característica que es el desarrollo de actividades extractivas y servicios, 
sumado a ello se encuentra Mocupe y Oyotún, y su mayor exponente es Olmos y el 
desarrollo de tecnologías extractivas agrícolas al rededor del territorio.  
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Por lo tanto, la problemática ambiental, así como en muchos de los departamentos, 
es latente, necesitando de una adecuada Gestión Ambiental, voluntad política y 
funcionarios capacitados, así como de presupuesto que sostenga el proceso y la 
inversión en la recuperación y mantenimiento de ecosistemas, así como en obras 
públicas a favor de población, para lograr un equilibrio entre la actividad comercial 
y extractiva del departamento que genera grandes riesgos contaminantes y el medio 
ambiente.  
 
1.2. Antecedentes de Estudio 
 




A nivel mundial existen diversos estudios sobre tributos ambientales, estudiado 
desde las ramas de las ciencias, como son la contabilidad, el derecho y la economía, 
destacando en ella lo expuesto por Jiménez (2016), en su tesis denominada 
“Impuestos y Gravámenes ambientales en el Mercado Único (especial 
consideración sobre el caso en España)” de la Universidad de Jaén, España, 
refiriendo que la degradación ambiental, no solo debe ser analizado y combatido 
desde estudios sociológico y ambientalistas, sino que además, es un problema que 
necesariamente deberá ser contrarrestado con políticas económicas, la tesis encarna 
el problema de la contaminación ambiental en la idea de que “el mercado es incapaz 
de reaccionar”, es por ello, que lo que debemos regular es el crecimiento de las 
economías, de lo contrario la degradación al ambiente avanzará negativamente y 
pasos iguales de gigantes que las economías, y con ellos efectos secundarios en la 
salud de la población, para luego aterrizar en una escases absoluta de los que hoy 
compone las grandes economías; de ese modo la tesis concluye que los tributos 
ambientales no deben tener una finalidad solo recaudatoria sino reformativa de la 
fiscalidad, para que sirva como herramienta económica del sistema de gestión 
ambiental, que identifique beneficios ambientales para todos los sectores 
económicos, del estado y de la inversión privada. 
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Dicha aseveración, se refiere al impacto que genera la industria en el ambiente, que 
el crecimiento no sostenible, será proporcional daño, debiendo ser lo contrario si 
fuera efectivo el uso de los recursos naturales y responsable la mitigación del daño, 
por lo que la Gestión Ambiental deberá capacitarse para adquirir recursos del tributo 
ambiental e invertir en una mejor calidad de vida de las personas y su entorno. 
De igual modo, según Niño (2017) en su artículo científico denominado “Tributación 
Ambiental en Colombia”, nos explica como Colombia ha desarrollado tasas 
ambientales y lo más importante que su Sistema de Gestión Ambiental es un 
impuesto ambiental, por el consumo y uso de recursos o elementos de la naturaleza, 
y con ello el Estado Colombiano recupera, mitiga, preserva y contrarresta los efectos 
negativos de la actividad humano por el uso de esos elementos, ya sea, tierra, agua, 
aire, electricidad y otros.  
Según la Comisión Europea, la Organización de Cooperación y Desarrollo 
Económico y la Agencia Internacional de Energía, manifiestan la importancia, de 
definir los impuestos ambientales, cuya base imponible, sea identificada como una 
unidad física de un elemento contaminante, con impacto negativo o que ocasione 
daño al medio ambiente, de ahí que según Borrero (citado en Foy, 2007), en su 
investigación informa que “la tributación ambiental constituye, pues, una de las 
fórmulas jurídicas a través de las cuales se materializa dicho mandato 
constitucional”, refiriéndose a mantener un ambiente sano y equilibrado,  
permitiendo que el Estado realice una adecuada gestión a favor de la población y el 
medio ambiente donde se desarrolla.  
Según Salassa (2016) constituye como límite a la potestad tributaria ambiental, que 
los municipios o como es el presente caso las regiones no puedan crear sus tributos, 
aseverando que “Es por ello que dicho reconocimiento implica una serie de 
facultades para ellos como la potestad para dictar medidas tributarias, entre los 
cuales podemos también ubicar a las de carácter ambiental”, dichas facultades no 
serían permitidas, pues las normas supranacionales no le permiten, además que de 




Por lo tanto, al compararlo con la creación de Impuestos Ecológicos Regionales, en 
el estado peruano, solo están limitados a la creación de contribuciones y tasas, más 
no impuestos, sin embargo la presente investigación pretende desarrollar la 
parafiscalidad para el cobro de estos impuestos, y mediante una ley nacional, que 
cada tributo regional sea destinado para la conservación del medio ambiente en la 
región, según la contaminación generada por las empresas extractivas de la región, 
como es en el presente caso del Departamento de Lambayeque. 
Asimismo, Michay (2014), en su tesis de investigación, denominada “Impuestos 
verdes como alternativa fiscal o de protección a la contaminación en el Ecuador.”, 
recomienda una serie de acciones que el Estado debe tomar con el fin de agilizar el 
desarrollo de este tipo de impuestos, concluyendo en que deberían implementar no 
solo impuestos verdes, sino que además estos deben estar fuertemente acompañados 
de Políticas Ambientales Sustentables, y que estas deben estar descentralizadas, 
facultando así a todas las instancias del gobierno a impulsar la protección del medio 
ambiente; en esa misma línea Perú debe implementar estas capacidades, como los 
países que van a la vanguardia del cobro de este impuesto y de su administración 
fiscal general y descentralizada. 
Por otro lado, Murillo (2018), plantea un estudio sobre la efectividad extrafiscal de 
los impuestos ambientales en Ecuador, analizando la recaudación en cada provincia 
por las botellas de plástico no retornables, contaminación vehicular, a nivel nacional 
del año 2012 al 2017, determinado balances positivos en la recaudación, asimismo 
describe al impuesto como un incentivo, explicando que el principal objetivo de este 
tipo de impuestos es generar cambios en la conducta de la sociedad, consumidores y 
productores, a través de un proceso de concientización sobre las actividades dañinas 
a ambiente. Para ello, es necesario una política fiscal basada en beneficios 
tributarios, o incentivos directos al comportamiento de los sujetos y sobre todo de 
los procesos productivos o la actividad económica riesgosa para el medio en que 
convivimos.  
Según Fernández (2016), en su tesis de investigación, denominada “Impuestos 
Verdes en Mercados Regulados. Aplicación de un impuesto a las emisiones en el 
sistema eléctrico chileno.”, identifica los sujetos activos y actores particulares, cuya 
actividad contaminante es el hecho generador, por lo que concluye que los impuestos 
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aplicable a las emisiones, debe ser responsabilidad de las fuentes fijas donde se 
produce dicha actividad, siendo estos los titulares del pago del impuesto; de ese 
modo, en la presente investigación serían las actividades extractivas, como pesca, 
minería, agricultura, entre otros, como el hecho generador que provoca la creación 
de una base imponible para el sujeto pasivo (empresa). 
En otros países como Colombia y américa latina, se analiza la influencia que ha 
generado Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), 
como única institución internacional que asesora al sector privado y estatal para el 
desarrollo de un economía sostenible y la aplicación de los impuestos verdes, siendo 
un factor influyente en los sujetos pasivos y activos en la búsqueda de un Sistema 
Tributario Ambiental; Según Leguizamón (2018), en su investigación denominada 
“Tributación para la Sostenibilidad Medioambiental, un Paralelo entre Colombia 
(Ley 1819 de 2016) Y dos Países de América Latina Pertenecientes A La OCDE”, 
sostiene que el Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) e institutos públicos y privados de la Unión Europea, han 
determinado que los impuestos son imposiciones necesarias y exclusivas para dar 
soporte a los ecosistemas, cuya distribución sea equitativo al riesgo de una actividad 
económica.  
Y que en Latinoamérica, los países que han desarrollado los impuestos verdes, sin 
Colombia, Chile y México, identificando sectores principalmente afectados de estos 
países, por la contaminación ambiental, como es la agricultura, el sector 
agropecuario, industrial, comercial, minero, y la población, siendo una réplica 
perceptible en los países de Latinoamérica, que sin embargo no se ven 
comprometidos con la reducción de la contaminación. 
1.2.1.2. Nacional 
 
En el Perú, la mayoría de empresas que sostienen nuestra economía, son las 
relacionadas con el aprovechamiento de los recursos naturales, al igual que con 
cualquier otro tipo de sector económico, las empresas extractivas deben asumir los 
costos externos y negativos de su actividad, estos costos se encuentran regulados en 
su mayoría en sus estudios y análisis de impacto ambiental, dependiendo del tipo de 
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empresa, a través de riesgos de determinada actividad, procurando contrarrestarlos, 
uno de eso métodos es cuando las empresas mejoran sus métodos de producción, por 
otras más amigables con el ambiente, de no hacerlo estamos ante un manejo 
inadecuado del ambiente y del recurso natural; por ellos es importante que las 
empresas se comprometan a mejorar estas conductas, ellos se le denomina 
internalización de costos; según Cárdenas et all (2019), en su investigación de 
trabajo de suficiencia profesional denominada “Los Costos Ambientales y su Efecto 
en la Gestión Gerencial de las Empresas Agroexportadoras de Esparragos”, 
considera que la internalización de costos no solo como una herramientas tras una 
contaminación, sino que además a través de una actividad responsable empresarial, 
contribuye a lo siguiente: 
Los costos ambientales como los ISOS y certificaciones aseguran buenas 
prácticas. Las compañías que asumen estos costos preventivos mejoran su 
imagen organizacional frente a otras compañías que no consideren estos. 
Cabe recalcar que, contar con estándares internacionales mejora la imagen 
organizacional ante los clientes teniendo la posibilidad de incrementar su 
cartera desde el punto de vista de gestión gerencial. 
 
Ante la necesidad de desarrollar mecanismos que aseguren he incentiven estos 
cambios en las conductas empresariales y personales, a nivel nacional, existe una 
creciente ambición por investigar el derecho tributario ambiental desde los 
estudiantes de pregrado, y posgrado, pero he podido identificar, que es tan grande el 
desarrollo, que todas no son suficientes para un futuro desarrollo, sin embargo las 
investigaciones previas capacitan a la comunidad profesional para una futura 
propuesta y el desarrollo de esta herramienta económica, materia de investigación 
desde un enfoque departamental de la manifestación de la riqueza por empresas 
extractivas. 
Según, Paredes (2017), en su tesis titulada “Reforma Fiscal Verde: ¿Estricta 
Tributación Ambiental o Incentivos Tributarios de Promoción Efectiva en la 
Adopción de Medidas de Protección del Medio Ambiente?”, la misma que se 
desarrolla desde un enfoque financiero de derecho corporativo, de tal modo que 
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resaltó la entrevista realizada a la Doctora Indira Navarro Palacios, cuando 
manifiesta lo siguiente: 
Ya está probado a nivel nacional e internacional que los beneficios tributarios 
debidamente estructurados, generan cambios en la conducta de los 
ciudadanos, por ejemplo, las mayores deducciones por capacitación al 
personal, las deducciones adicionales por contratación de personal 
discapacitado, I + D+ i, entre otros ejemplos (…).  
 
Por otro lado, según Durán (2014), en su tesis titulada “La Capacidad Contributiva 
en los Impuestos Desde la Perspectiva del Estado Constitucional: Relativización de 
los Índices o Manifestaciones de Riqueza”, presente un acápite denominado 
Impuestos ambientales, del cual resalto lo siguiente conclusión: 
(…) tenemos a los impuestos ambientales que gravan aspectos negativos del 
comportamiento productor o consumidor, es decir, la contaminación haciendo 
abstracción de la renta o beneficios y, en cuyo caso, su objeto es reducir los 
niveles de polución que generan determinadas actividades empresariales. 
 
En nuestro Estado, no existe normativa que aplique el Tributo Ambiental, pero al 
analizar los tipos de tributos como impuestos, contribuciones y tasas, y necesidad de 
cuidar los ecosistemas, es que la presente investigación toma fuerza hipotética, de 
plasmar una nueva política de Estado, para la protección y reinversión fiscal en el 
cuidado del medio ambiente, siendo parte de la reforma fiscal ambiental. 
Según Armas (2016), en su tesis denominada “Tratamiento de los Tributos 
Ambientales en el Sistema Jurídico Latinoamericano y Peruano y el Respeto de los 
principios Preventivos Y Precautorios”, del cual resaltó que el sistema fiscal de Perú, 
cuenta con figuras tributarias, pero ninguna de ellas se ha acercado completa y 
asertivamente a ser una herramienta económica ambiental, debido a un desequilibrio 
práctico de la economía del país y del medio ambiente, sin cortar con un orden claro 
y de engrase sistémico de las normas ambientales, a pesar de su importancia en la 
economía del  país; sin embargo, las investigaciones y deficiencias permitirán 
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avanzar con el tiempo hacia una evolución del sistema tributario actual y sobre todo 
con un mejor enfoque ambiental.  
Se define al Tributo Ambiental como una rúbrica que contempla todos los tributos 
relacionados con la prevención, protección y resorción efectiva del medio ambiente, 
cuya inversión es fundamental para el disfrute del medio ambiente; dichos tributos 
serian administrados por una entidad parafiscal, en el Estado peruano sería el 
Ministerio de Ambiente, pero será necesario diferenciar su descentralización del 
cobro del tributo a nivel regional. 
Cabe precisar que la parafiscalidad aplica al impuesto o tasa que se recauda por 
organismos estatales y no está recogido en los presupuestos sino, que se destina a 
fines determinados, para ello es necesario la cooperación entre la SUNAT y el 
Ministerio del Ambiente. 
Según, Loayza (2017), en su tesis denominada “Cargos, Recargos y Tarifas 
Establecidos por Ley, administrados por Osinergmin que no Constituyen Ingresos 
para Quienes los Cobran ¿Tributos o Recursos Parafiscales?“, nos permite 
interrogarnos si existe disfrazadamente cobros de impuestos parafiscales, o la 
naturaleza jurídica de cobros administrados por OSINERGMIN, concluyendo que 
los ingresos cobrados por una entidad del estado, para ser considerados Tributos, el 
ingreso debe ir al presupuesto público y que sirvan para financiar gastos que solo el 
presupuesto lo permite. 
El fenómeno para fiscal en el país, va en aumento, y los estudiosos del derecho así 
como los juristas no pueden ser ajenos a una posible regulación normativa, y por qué 
no, encontrar un punto de quiebre en la extrafiscalidad de incluir al Derecho 
Ambiental, para brindarle una herramienta potencial de ingreso y sostenimiento 
económico, sobre la contaminación evitable y previsible, con la finalidad de 
contrarrestar.  
Según Julca (2018), en su estudio de tesis, denominado “Impuesto Ecológico como 
Instrumento de Protección del Derecho a Gozar de un Ambiente Equilibrado y 
Adecuado al Desarrollo de la Vida”, fundamenta la creación de los impuestos con 
una serie importante principios y fundamenta la tutela ambiental, refiriendo que “La 
tutela ambiental surge de la incapacidad natural del hombre de cuidar su entorno, 
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causándole al medio un deterioro que en ocasiones resulta irreparable; por su 
contenido se entiende como un derecho intangible, no negociable y de interés 
general.”, además de las firmas suscritas por el Perú a acuerdos internacionales, por 
lo que el estado ha incorporado en sus sistema jurídico para la protección del medio 
ambiente, como el Derecho Civil, penal, administrativo, Procesal Constitucional, sin 
embargo no hace referencia al Derecho Tributario, puesto que el Perú aun no logra 
la reforma necesaria para esta implementación, y solo protege el Derecho del 
Ambiente desde una Política Ambiental, poco eficaz desde su centralización y a nivel 
regional y local. 
Es notable que es existen diversas investigaciones en otros departamentos del Perú 
desarrollando doctrinariamente las opciones o alternativas ante la contaminación, 
pero resalto la naturaleza de este impuesto, por lo que Rojas (2016), desarrolla la 
investigación titulada “Naturaleza Tributaria del Impuesto a las Transacciones 
Financieras”, en la hace mención a los impuestos ambientales y la extrafiscalidad de 
los mismos, estableciendo ejemplos de este tipo tributos “como el Impuesto Selectivo 
al Consumo, el Impuesto a los Juegos y el Impuesto a los Juegos de Casino y 
Máquinas Tragamonedas, lo que beneficiaría a la sociedad y al Estado.” 
Ante ello, el desarrollo y aplicación de este tributo demanda de un sistema funcional, 
gubernamental, es decir una gestión programada y estructura orgánicamente, por lo 
que América Latina, ha logrado avanzar en impuesto sobre  los combustibles, peor 
sobre los Recursos naturales objetos de extracción, a lo que Hospinal (2017), en su 
investigación denominada “Propuesta de Aplicación de Tributación Ambiental como 
Medida para la Reducción de la Contaminación Realizada por el Parque Automotor 
Tacna 2013 – 2014” refiere que el Perú, no cuenta con una doctrina amplia sobre los 
Tributos Ambientales y menos aún sobre la función extrafiscal de los mismos, 
considerando que constitucionalmente en los niveles nacional, regional y local, nos 
indica sobre la creación de este tipo de tributos, y quedando al límite la 
administración del Canon Minero, puesto que estos recursos son distribuidos para 
servicios básicos de una región, concentrados en su mayoría en salud, educación, 
trabajo, infraestructura y otros, más no para el cuidado del medio ambiente.   
Por su parte, en las investigaciones de la Universidad Nacional Mayor de San 
Marcos, Valencia y Vergara (2010), denominada “Propuestas para la 
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Implementación de Tributos Ambientales en el Sistema Tributario, encaminadas a 
coadyuvar la preservación del Medio Ambiente en el Perù”, sostiene que a pesar que 
hay un reglamento de desarrollo en la Ley General del Ambiente, a la fecha se vienen 
desarrollan materias anexas al Derecho Ambiental como el penal y administrativo, 
sin embargo, mientras que en Derecho Tributario, no logra identificar las necesidades 
de una función extra fiscal. por lo que el presente estudio pretende realizar una 
investigación aplicada más que doctrinaria en el desarrollo de los impuestos 
ecológicos, verdes o ambientales.  
De igual manera, según Malaver (2016), en su investigación de tesis denominada 
“Implementación de Tributos ambientales en el Perú como una medida de protección 
al medio ambiente”, determina estadísticamente lo siguiente: 
El gasto ambiental por el programa Nª055: Gestión íntegra de la calidad 
ambiental, tiene su mayor rendimiento en la gestión de residuos sólidos 
alcanzando un 73% sobre el total asignado, el Control integral de la 
contaminación y remediación ambiental apenas alcanza el 16.2%, 
Conservación y ampliación de las áreas verdes y ornato público o.6% y otros 
gastos de apoyo el 10.2%. 
Por lo que es claro, además, que el Estado destina en poca medida inversión en medio 
ambiente y sus diversos sectores relaciones al impacto ambiental de las empresas 
privadas, en el presente caso extractivas, sin mitigar la actividad humana en las 
regiones.  
 
1.2.1.3. Local  
 
En el departamento se han encontrados investigaciones relacionadas a las variables, 
profundamente estudiadas desde las ciencias de derecho y de contabilidad; Según 
Ramos (2018) en su tesis denominada “Análisis de Impuestos Ambientales en Países 
de la Región, y Propuesta de Implementación de Estos, en Empresas de Transporte 
de Pasajeros como Medida de Protección al Medio Ambiente, por Emisiones de 
CO2, en Chiclayo”,  después de una análisis comparado con la aplicación de 
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impuestos ambientales en Ecuador, Chile, Colombia, entre otros países de 
Latinoamérica, comenta que el resultado es positivo positivamente para mejorar la 
calidad de vida de las persona en el medio que los rodea. 
Sin embargo, la diferencia con estos países es que Perú solo cuenta con una normativa 
ambiental, de las cuales tenemos los Límites Máximos Permisibles (LMP), y los 
Estándares de Calidad Ambiental, como herramientas administrativas para medir los 
niveles de contaminación de las empresas y sancionarlas según la infracción en la 
que pudiesen incurrir. 
Asimismo, bajo el nivel de responsabilidad social y ambiental de las empresas 
encontramos la ISO 14001, como norma internacional, que ayuda a priorizar los 
riesgos ambientales en las prácticas de negocio, la cual posiciona a una empresa por 
su calidad y su responsabilidad, por lo que será importante cuestionar si las empresas 
a evaluar por la investigación, cuentan o no con esta certificación, que al parecer sería 
poco frecuente la importancia de esta certificación en nuestro departamento. 
Para Montañez & Montenegro (2013), en su tesis denominada “La Naturaleza como 
Sujeto de Derecho y los tributos Ambientales”, después de una análisis global y 
nacional, manifiesta que Perú lamentablemente aún no desarrolla ni emplea los 
tributos para mejorar los problemas de contaminación ambiental; además, agrega que 
el desarrollo de esta medida involucra al sector nacional, regional y local; de tal 
modo, que podamos constituir un incentivo económico importante para el cuidado 
del medio ambiente en nuestro departamento, cuya análisis a las actividades 
empresariales extractivas y el riesgo inevitable hacia el medio ambiente, podrán 
servir de modelo, al estudia del daño ambiental en otros departamentos, según su 
actividad comercial y empresarial, logrando un balance entre la manifestación de 
riqueza el presupuesto destina a la preservación, restauración y cuidado del medio 
ambiente.  
Según Aguinaga & Hoyos (2012), en su investigación denominada “Viabilidad de 
Tributos por Servicios Ambientales en la Región Lambayeque”, al año de 
publicación, se determinó en Lambayeque no se han implementado impuesto al 
servicio ambiental, por lo que los antecedentes son escasos en desarrollo e 
investigación debido a que no existen muchos especialistas la materia, sin embargo 
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realizan un análisis de los medios legales para el desarrollo de este tipo de tributos, 
y teniendo en cuenta que planteamos la extrafiscalidad de los mismos, resaltamos 
que la Autoridad Ambiental Nacional, tiene la potestad legal que le confiere la Ley 
General de Ambiente, sobre “promover la creación de mecanismos de 
financiamiento, pago y supervisión de servicios ambientales”, porque ratificamos la 
idea de estamos ante un contexto legal idóneo para el desarrollo de los impuestos 
ambientales. 
Asimismo, según Loyola (2014), en su investigación denominada “El Plan de 
Desarrollo Urbano Ambiental de las ciudad de Chiclayo como Herramienta para 
lograr la Sostenibilidad”, presenta un informe sobre los resultados de los indicadores 
de respuestas sobre las herramientas desarrolladas por nuestro departamento para el 
cuidado del medio ambiente, determinando que no existe instrumento económico que 
regule progresivamente en base el principio contaminante /  Pagador Usuario / 
pagador, asimismo contamos con una débil fiscalización para el cumplimiento de las 
normas relacionada a medio ambiente, y sobre todo las relacionadas a  prevención, 
con escasos procesos de notificaciones preventivas por riesgos ambientales, ni 
multas, ni ningún acto sistémico, viable, duradero, sostenible y sustentable, para 
disminuir la contaminación en nuestra región.   
 
1.3. Teorías relacionadas al tema. 
 
La presente investigación, será analizada desde la ciencia del derecho y la ciencia 
económica, sobre las bases de las siguientes teorías 
 
1.3.1. Impuestos Ecológico 
 
Es una herramienta económica, que nace ante la preocupación del inminente cambio 
climático, a causa de los diversos tipos de contaminación, que a su vez es generada 
por el crecimiento económico de las naciones; el aprovechamiento de los recursos 
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naturales, para abastecer las necesidades de la población, requiere de medidas para 
la conservación y desarrollo sostenible.  
Los diversos convenios en el mundo, como el acuerdo de Kyoto de 1997, en los que 
los países industriales acordaron reducir la emisión de elementos contaminantes, pero 
no fue suscrito por los países en desarrollo, por sus límites o capacidades técnicas y 
económicas, dichos países han desarrollado progresivamente herramientas para 
aumentar la inversión para el manejo de la contaminación como son los impuestos 
ecológicos; otros acuerdos que han valorado la economía para el crecimiento 
sostenible y el cuidado del medio ambiente en el mundo son, la Cumbre de Río de 
Janeiro, en 1992, la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio 
Climático, en 1992, Protocola de Montreal en 1987, la Cumbre de Viena llevada a 
cabo en 1985, la Cumbre del Clima de París del 2015, y finalmente el Convenio de 
Estocolmo firmado por el Perú en el 2018; sin embargo a la fecha no existe un 
convenio único y específico sobre los impuestos verdes, o eco impuestos, siendo el 
Consejo sobre Medio Ambiente conformada el 12 de diciembre de 1991, como se ha 
mencionado anteriormente, quien la incluyó como herramienta a desarrollar.  
Según, el Informe Anual del Fondo Monetario Internacional – FMI (2018), explicada 
que en el 2017, hubo un gran incrementos de costos o gastos económicos por el 
aumento o crecimientos de la temperatura, sobre todo para los países de bajo 
desarrollo, por lo que la FMI, viene implementando y asesorando para los países en 
el mundo sobre la reforma tributaria ambiental para los países en desarrollo, así como 
asesoría en el manejo de la Gestión financiera. 
Según Maya & Rosero (citado en OCDE, s.f), establece que los impuestos 
ambientales poseen su propia base imponible, la cual se caracteriza por ser una 
unidad física, donde se produce un impacto negativo o deterioro en elementos 
naturales (Oliva et al., 2011), dicho concepto será desarrollado dentro de la teoría del 
impuesto Pigouviano, como aquel efecto que grava las emisiones contaminantes 
inevitables de las empresas y la manifestación de riqueza para la aplicación en el 




1.3.1.1. Marco Normativo 
 
Si bien los impuestos ambientales, no se encuentran regulados en nuestro país, el 
aspecto normativo se inicia con la gestión ambiental del Perú, compuesta por la 
Constitución Política de 1993, la Ley Orgánica para el Aprovechamiento Sostenible 
de los Recursos Naturales – Ley 26821, el Código del Medio Ambiente y de los 
Recursos Naturales – DL. 613, derogado por la actual Ley 28611. Desde la 
Constitución de 1979, se incorporó y revaloró cuestiones ambientales, cuyo principal 
aporte fue considerarlo como pieza fundamental del territorio y que merece 
protección, desde un concepto ambientalista populista, segmentado en recursos y no 
como bien común.  
El principal marco normativo lo encontramos en la Constitución Política del Perú 
(1993), estipulando que toda la población tiene el derecho fundamental a gozar de un 
medio ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de la vida; de igual modo 
establece que los recursos naturales son patrimonio de la nación, y que el Estado se 
ve obligado a su aprovechamiento y cuidado o preservación, por lo que con la 
finalidad de administrar los recursos (materia prima), principal ingreso económico 
del país, puede conceder su aprovechamiento, el mismos que le es entregado a la 
inversión privada a través de concesiones. 
Asimismo, al delegarle estas funciones constitucionalmente, también se ve obligado 
a legislar y fiscalizar la utilización adecuada de los recursos y elementos naturales 
que aseguren su prevención y sanción ante eventuales vulneraciones, para lograr un 
desarrollo sostenible de la economía del país y no un crecimiento que corre el peligro 
que sufra un estancamiento al pasar de los años. 
Segundo, es la actual Ley General del Ambiente N°28611, publicada el 15 de octubre 
de 2005, sin embargo el no contar con un reglamento, limita el accionar del derecho, 
estando así frente a un derecho simbólico, que brinda herramientas sin desarrollo de 
sus implementaciones para la gestión ambiental nacional de protección de los 
recursos naturales, como es el caso de los tributos que sustenta la viabilidad 
normativa para el ejercicio futuro de los Tributos ambientales, como ejemplo el 
“Artículo 4.- De la tributación y el ambiente, Artículo 36.- De los instrumentos 
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económicos; inc. 2.- Conforme al marco normativo presupuestal y tributario del 
Estado (…)” entre otros. 
A pesar de los tributos ambientales no se encuentran dentro del desarrollo de las 
normas de Derecho Tributario, cabe aclarar lo antes fundamentado, que la presente 
investigación pretende un tributo parafiscal, entre la Superintendencia Nacional 
Tributaria y el Ministerio del ambiente cuya recaudación está destinada únicamente 
a la recuperación de ecosistemas y el cuidado del medio ambiente. 
Por lo tanto, la normativa actual es propicia para desarrollar una Reforma Tributaria 
Ambiental, y desarrollar todo un sistema parafiscal, con ingresos para el Estado, 
beneficios tributarios para las empresas y la mejora de calidad de vida de las 
personas, sobre el contexto regional de cada departamento y sus niveles de 
contaminación, según el rubro industrial del territorio en el que se desarrolla. 
1.3.1.2. Principios tributarios ambientales 
 
Según las investigaciones de Salassa (2016), investigador del Consejo Nacional de 
Investigaciones Científicas y Tecnológicas de Argentina (CONICET), director del 
proyecto de investigación sobre propuesta fiscales para protección del ambiente, nos 
explica dos de los principios fundamentales que sustentan la necesidad jurídica de 
establecer tributos ambientales, y son las siguientes: 
a) Principio quien contamina paga.- 
 
Este principio se encuentra regulado por la normativa nacional como “internalización 
de costos”, la Ley General del Ambiente N°28611 (2005), dentro del título preliminar 
de derechos y principios, artículo VIII establece lo siguiente: 
 
  Artículo VIII.- Del principio de internalización de costos. 
Toda persona natural o jurídica, pública o privada, debe asumir el costo de 
los riesgos o daños que genere sobre el ambiente.  
El costo de las acciones de prevención, vigilancia, restauración, 
rehabilitación, reparación y la eventual compensación, relacionadas con la 
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protección del ambiente y de sus componentes de los impactos negativos de 
las actividades humanas debe ser asumido por los causantes de dichos 
impactos. 
 
Estableciendo así, que las acciones del hombre sobre la naturaleza, tales como el uso, 
aprovechamiento de los recursos, entre otros, debe asumir costos de prevención, 
restauración, reparación, entre otros, estas actividades son obligatorias, ayudando a 
mitigar el impacto de las actividades negativas. 
El autor nos explica que este principio se consagra internacionalmente, al ser 
plasmado en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo de 1992 
(DRMAD), al cual Perú está inscrito, estableciéndose el Principio 16, que expresa lo 
siguiente:  
“Las autoridades nacionales deberían procurar fomentar la internalización de 
los costos ambientales y el uso de instrumentos económicos, tendido en 
cuenta el criterio de que el que contamina debería, en principio, cargar con 
los costos de la contaminación, teniendo debidamente en cuenta el interés 
público y sin distorsionar el comercio ni las inversiones internacionales” 
Con este principio, el impuesto ecológico propuesto, pretende internalizar la 
recaudación costos, e invertirlos en las actividades positivas a favor exclusivo del 
medio ambiente, monto que deberá ser pagado por las empresas extractivas quienes 
inevitablemente generan actividades negativas; la hecho imponible es la actividad 
contaminante de estas empresas, y deberá medirse con los límites máximos 
permisibles. Asimismo, según la Revista CEPAL (1991) explica lo siguiente: 
Para el Consejo de las Comunidades Europeas el principio "quien contamina, 
paga significa que "las personas físicas o jurídicas, sean de derecho público 
o privado, responsables de una contaminación, deben pagar los gastos de las 
medidas necesarias para evitar la contaminación o para reducirla con el fin 
de cumplir las normas y las medidas equivalentes que permitan alcanzar los 
objetivos de calidad o, en caso de que no existan estos objetivos, con el fin 
de cumplir las normas y medidas equivalentes establecidas por los poderes 
públicos". "Por consiguiente" —agrega— "la protección del medio ambiente, 
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en principio, no debe estar garantizada por políticas basadas en la concesión 
de ayudas y que impongan a la colectividad los gastos de la lucha contra la 
contaminación". 
Por otro lado, como herramienta económicas muy cercana a la internalización de 
costos, es la recaudada del Canon Pesquero, Canon Hidroenergético, Canon Gasífero, 
canon minero, Canon y Sobrecanon Petrolero y Canon Forestal, pero estos son solo 
un porcentaje de las rentas obtenidas por el Estado de las empresas de estos sectores 
económicos, destinados a cada región donde se realice la explotación económica de 
los recursos naturales, y en la región donde no lo hubiere, el Canon es escaso, como 
es el caso del departamento de Lambayeque, que a raíz de los conflictos por el 
proyecto Cañariaco y el aún no explotado litoral lambayecano por petróleo, nos 
mantiene con una economía endeble.  
Asimismo, el autor Salassa (2016),  en su informe de investigación, denominado “La 
Tributación Ambiental como Respuesta a los Desafíos Ecológicos de los Municipios 
Argentino: Principales Dificultades”,  explica que este principio no debe ser 
interpretado cerradamente, es decir, que no solo es aplicable para cuando se haya 
materializado la contaminación, sino también desde otros tres sectores, manifestando 
así, que debe analizarse en su sentido reparadora/resarcitoria, preventivo y 
sancionatoria, para evitar las dificultades de definir este principio, no solo desde su 
dimensión o ámbito reparador, para establecer como hecho una contaminación en 
concreto; sin embargo, en el derecho tributario, la base imponible debe incorporar 
este principio desde el sector o dimensión preventiva.  
Por ello, la internacionalización de costos, a través de los impuestos ecológicos, 
busca ser un instrumento regresivo de costos, y su principal efecto apunta a cambiar 
los modos de producción de la industria extractiva, a favor de la empresa y del medio 
ambiente.  
b)  Principio de Capacidad Contributiva. - 
También llamada capacidad económica, o capacidad de pago. Se ha precisado que 
los tributos ambientales tienen como origen la extrafiscalidad, no solo por ser 
específica en su recaudación e inversión, y fuera del sistema fiscal nacional 
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(SUNAT), sino, además, debemos prever que la extrafiscalidad no vulnere este 
principio, buscando me medición adecuada; con respecto a ello, el autor antes 
indicado, manifiesta que al crear un impuesto ambiental para las actividades 
productivas industriales que generan riesgos de contaminación al ambiente, mantiene 
su eficiencia toda vez que ellas generan utilidades gracias al uso permitido de los 
recursos, y a pesar de ser complicado determinarla, es sin duda el trabajo 
multidisciplinario integro el que podrá sostener este tipos de impuestos, para locar la 
actividad y medir el riesgo.  
En esa misma línea de estudio, el extractivismo al ser una actividad empresarial 
contaminante, así como toda aquella empresa que denote riesgos contaminantes en 
su producción, consumo o circulación, por lo que deberá balancearse en entre dos 
lineamientos, el primero es la capacidad económica anual (ingresos anuales) y la 
segunda es la capacidad de asimilación ambiental, producto de las emisiones de la 
empresa. 
La capacidad de asimilación ambiental, según Spiegel y Maystre (2012), es una 
herramienta para el control de la contaminación, que consiste en “reconocer la 
existencia de un cierto nivel de emisiones al medio ambiente sin efectos apreciables 
en la salud humana y ambiental”, se desprende de ellos que el ambiente capte 
emisiones contaminantes permitidas, pero que no generen un daño al ambiente pero 
sí un peligro inminente; de igual modo, a la capacidad de asimilación es asumida por 
los Límites Máximos Permisibles (LMP). 
Por lo tanto, deberá cuantificarse, la capacidad anual que obtuvo la empresa, gracias 
a la capacidad de asimilación ambiental (en el agua, suelo, subsuelo y aire), por lo 
que será necesario establecer en cuánto equivale la capacidad de asimilación 
ambiental anual (dentro del margen de los LMP).  
Asimismo, este principio tiene relación con el principio de igualdad, y progresividad, 
por lo hemos podido notar, es el sustento principal para cuantificar el hecho 
generador, este principio se encuentra implícito en la constitución, el autor Bravo 
(s/f), abogado y profesor de Derecho Tributario de la Pontificia Universidad Católica 
del Perú, nos explica ello, que a través de la Sentencia recaída en el Expediente 0033-
2004-AI/TC, que a pesar que la constitución no define las actividades económicas 
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que cuentan con una directa capacidad contributiva, se deduce implícitamente del 
principio de principio de igualdad ante el monto de los impuestos. El mismo que 
deberá aplicarse al impuesto ambiental, según la capacidad de riesgo contaminante o 
de emisiones, según sector económico o actividad extractiva.  
Los impuestos ambientales tienen como fin, identificar y gravar la capacidad 
económica, como riqueza real o potencial susceptible de imposición por su actividad 
de producción extractiva con riesgo contaminante. A la fecha, los Límites Máximos 
Permisibles (LMP), benefician la producción de las empresas, pero no son 
recaudados ni asumidos por lo causantes, finalmente cabe precisar que los tributos 
ambientales deben ajustarse a los demás principios de Derecho Tributario, como es 
la no confiscatoriedad, igualdad, entre otros. 
c) Principio de causalidad.-  
 
Este principio asume un papel importante es este tipo de impuestos, al ser un 
principio rector de las deducciones tributarias y beneficios tributarios en general, para 
ello debe entenderse que este tipo de impuestos afectará la conducta de las personas 
y de las empresas extractivas, sobre sus modos de producción, por lo tanto debemos 
asegurar que no va a afectar la fuente del tributo; según informes de la SUNAT, sobre 
gastos deducibles, en el Oficio Nª34-2000, establece lo siguiente: 
En la medida que los gastos materia de consulta cumplan con el principio de 
causalidad, es decir sean destinados a producir rentas o mantener la fuente 
productora de la misma, serán aceptados tributariamente para efecto de 
establecer la renta de tercera categoría en el ejercicio en que se devenguen, 
aun cuando durante los meses en los cuales dichos gastos se efectuaron la 
empresa no se encontrara en producción. 
Durán, en citas de Chandubí (2013), explica que el principio de causalidad, ha sido 
ampliamente desarrollado en la Ley de Impuesto a la Renta, en ese caso “se 
deducirán de la renta bruta los gastos necesarios para producirla y mantener su 
fuente, así como los vinculados con la generación de ganancias de capital, en tanto 
la deducción no esté expresamente prohibida.” 
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Ello sucede en el caso de los impuestos a la renta, de igual modo en materia 
ambiental, estos tributos deben responder a este principio toda vez que medirá sus 
deducciones por la conducta de responsabilidad social en materia ambiental de las 
empresas, toda vez que en la actualidad, la protección social y ambiental se han 
vuelto necesarios para la sostenibilidad de la empresa en determinadas localidades.  
El principio de causalidad será necesario, para tener claro los gastos y el 
mantenimiento de la fuente, ante ello la Sentencia de Casación N° 2743-2009-LIMA 
de fecha 14.09.2010, establece que este principio no debe ser analizado y aplicado 
restrictamente, si no dentro de su terminología amplia, puesto que debe responder a 
criterios de razonabilidad, necesidad, proporcionalidad, normalidad y generalidad.  
Asimismo, Córdova y Barrenechea (2013), relaciona este principio al sector 
ambiental al considerar lo siguiente: 
Si bien nadie objeta la necesidad e importancia de velar por la protección del 
medioambiente y procurar que los proyectos mineros generen el menor 
impacto ambiental posible, tal preocupación no debe llevar al rechazo 
absoluto del desarrollo de nuevos proyectos mineros, sino únicamente a velar 
por que estos se desarrollen de manera responsable 
En el análisis de la relación de causalidad también debe tomarse en cuenta la 
realidad o el contexto social, económico, cultural y político en el que se 
desenvuelve la empresa y las situaciones de hecho que giran en torno al 
desarrollo de las actividades empresariales, las cuales van más allá de las 
consideraciones de orden legal pre-establecidas, que son superadas por 
aspectos de la realidad específica de nuestro país y que el Derecho no puede 
desconocer. 
Por lo que debe entenderse que el cuidado de los recursos naturales, por parte del 
sector extractivo, consiste en invertir en el entorno que lo rodea y con ello la 
protección del recurso, para ello es necesario mejorar sus siete más productivos 
amigable con el medio ambiente, asegurando no solo el mantenimiento de la materia 
prima, sino también la seguridad de la empresa, es decir, lograría que esta 
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herramienta económica incentivé la modernizando su producción, desempeño y 
responsabilidad empresarial, para acceder de deducciones tributarias.  
d) Principio del doble dividendo 
 
Según Rodríguez (2005) en su investigación “El Doble Dividendo De La Imposición 
Ambiental. Una Puesta Al Día” del Instituto de Estudios Fiscales del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología de la Xunta de Galicia, explica lo siguiente: 
Los fundamentos de la hipótesis del doble dividendo de la imposición 
ambiental deben situarse a mediados de los años 80, con la aparición del 
trabajo de Terkla (1984). En dicho trabajo, el autor (…) describe dos 
beneficios potenciales asociados a la introducción de impuestos ambientales 
de manera neutral en términos recaudatorios.  
Asimismo, desglosa el termino doble dividendo, para sustentar impuestos o tributos 
ambientales, por su resultado doble, en primer lugar, son los costos de las actividades 
productivas y de consumo, provocadas por un impuesto ambiental en su base 
impositiva, sobre aquellas actividades que generan una externalidad negativa, por lo 
que el primer dividendo permite mejorar la conducta del contribuyente. - PRIMER 
DIVIDENCO = COSTOS DE ACTIVIDADES PRODUCTIVAS QUE 
CONTAMINAN (MEJORA EL COMPORTAMIENTO DE LOS AGENTES) -. 
El segundo dividendo, es el resultado de aumentar los ingresos públicos, por lo que 
permite financiar proyectos ambientales, que otros tributos no pueden costear, por lo 
tanto, en palabras el autor, se lograría el “valor de eficacia”, de los impuestos 
ambientales, para resolver problemas de su misma índole.  
Según Ome (2011), sostiene que este principio es un lineamiento fundamental para 
la reforma fiscal verde, pero además sustenta la finalidad extra fiscal de este tributo, 
por lo que el doble dividendo, es mucho más antiguo, iniciando sus investigaciones 
con el manifiesto de Pigou (1920), o también llamado el principio del impuesto 
Pigouviano, antes explicado, el autor explica que “el tributo ambiental o ecológico 
debe actuar en función de la protección del medio ambiente, corrigiendo las 
conductas irrespetuosas que desencadenan la contaminación” y que 
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secundariamente se considera una estrategia fiscal para mantener mayores ingresos 
al presupuesto público, sin embargo este segundo no es objetivo de este tipo de 
impuestos.  
1.3.1.3. Política fiscal ambiental 
 
Como se ha mencionado líneas arriba, los impuestos ambientales o ecológicos no 
existen en nuestro país, pero si existen bonos o tasas; a pesar de estar consideras 
dentro de los instrumentos económicos de la Ley General del Ambiente, la política 
ambiental actual no a desarrollo y mucho menos implementado impuestos 
ambientales, sin embargo, teniendo en cuenta las políticas fiscales a favor del medio 
ambiente de otros países, se puede observar que ambas gravan la contaminación de 
una actividad empresarial, por dicha actividad no solo genera beneficios económicos 
y sociales, sino que también poseen efectos negativos, lo que líneas arriba autores la 
denominan “externalidades negativas”. 
Según Dolores (2014), consultora de la Unidad de Cambio Climático de la División 
de Desarrollo Sostenible y Asentamientos Humanos del Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (CEPAL), nos explica que la evolución de políticas 
fiscales, hacia el desarrollo de herramientas económicas a favor del ambiente y de 
las externalidades negativas de la actividad del hombre, se convierten en incentivos 
y beneficios económicos, que funcionan bajo un sistema impositivo, de gasto y de 
inversión pública.  
De igual modo, nos explica que este tipo de políticas fiscales o tributarias, basadas 
en impuestos, contribuciones o tasas, le dan al Estado la potestad de regular 
económicamente los precios de bienes o servicios, que generen contaminación o 
riesgo al medio ambiente, como es el presente casos actividades extractivas, cuyos 
formas o métodos de producción generen riesgos al medio ambiente. Ello, deberá 
relacionarse con el principio denominado Pigouviano o con lo actualmente conocido 
como doble dividendo; por lo que la política fiscal deberá desarrollar un sistema 
nacional basado en generar cambios de conducta empresarial por una más amigable 
con el medio ambiente,  a través de deducciones, incentivos y otros, y en segundo 
 39 
 
lugar en mejorar el presupuesto del sector ambiental para invertir en mejorar la 
calidad de vida de las personas través de su ambiente sano y equilibrado.  
En esa línea de ideas, la política ambiental deberá lograr la internalización de costos, 
a favor de la economía nacional y a favor de la sostenibilidad ambiental para las 
generaciones futuras, esto también se denomina, política fiscal ambiental integral; 
sin embargo, encontramos una principal dificultad, porque las políticas deberán 
encontrar no solo la forma de implementación sino también de aceptación 
empresarial, de encaje en la economía y que no sea motivo de inflación, que no afecte 
la productividad o la inversión extranjera.  
De igual modo, las políticas ambientales, responden a la efectividad de principios 
como prevención, precaución, responsabilidad, sostenibilidad, sustentabilidad y 
otros, Casella et al (2017), nos explica que la política ambiental debe lograr que la 
conducta empresarial opte por otras alternativas, como usar de energías renovables, 
energías como el biodiesel, solar, eólica, biomasa, geotérmicas, entre otras, o 
actividades purificantes de fuentes naturales, así como todas aquellas opciones que 
generen menos riesgo y daño al medio ambiente,  
Por ello, el aspecto tributario cumple un rol preponderante en la estabilidad 
económica del estado, del mismo deberá adquirir protector de los recursos naturales, 
por el cual se sostienen las demás políticas del país, asegurando la estabilidad el 
estado para las generaciones futuras.  
1.3.1.4. Carácter económico  
 
Según Baez (2014), en su análisis de cuestión tributaria ambiental, nos explica que 
los tributos ambientales, han evolucionado con el tiempo a una tendencia extra fiscal, 
primero fue desarrollado doctrinariamente, hasta que los países en el mundo, ha ido 
desarrollando tipos de tributos ambientales, en beneficio de economía y de la 
sostenibilidad como objetivo primordial de los tributos; de esta línea provienen, los 
impuestos, tasas y contribuciones en relación al medo ambiente, para el autor definir 
a los impuestos ambientales, presenta una gran dificultad, por resistirse a la capacidad 
contributiva, y que deberá crearse por ley, procurando que no vulneren los derechos 
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de los contribuyentes, por lo que manifiesta que los impuestos ambientales no tiene 
su principal sustento en la capacidad contributiva, debido a que no varía por la 
cantidad de ingresos y egresos de una empresa, si no en la capacidad de utilización o 
riesgo al medio ambiente, por esa razón, los impuestos ambientales se sustentan 
también en la capacidad de riesgo ambiental que tiene determinada actividad 
económica, como el caso de presente investigación del sector extractivo. De ese 
modo, los impuestos ambientales, dentro del derecho tributario, adapta la capacidad 
contributiva a la capacidad de riesgo ambiental, en salvaguarde los derechos 
ambientales y ello la importancia pecuniaria con efectos en la economía del país.  
 
1.3.1.5. El impuesto como instrumento económico aplicado. 
 
Los instrumentos económicos, según el Perú anuario de estadísticas ambientales 
2016 de la Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), los conceptualiza 
como herramientas de incentivos fiscales, y que tiene como finalidad generar un 
balance racional entre costos y beneficios entre la población y las empresas, tiene 
como principal objetivo nivelar iconológicamente la producción y el consumo; los 
instrumentos económicos pueden recaer en descargas de contaminantes en afluentes, 
o desechos de una actividad productiva, las cuales deben ser reguladas por 
imposiciones y la internacionalización de costos.  
Conocer, los actuales instrumentos económicos, desarrollados por nuestra normativa, 
ha venido en incremento, sin embargo es cuestionable y resulta ser dificultoso, 
determinar la aplicabilidad y eficiencia de los mismos, por razones de 
desconocimientos y de sistematización única, más no dispersa como se encuentra 
actualmente, ante ello, el Ministerio de Ambiente en su libro de Estudio del 
Desempeño Ambiental (2015), documentos de trabajo realizado de los años 2003 al 
2013, nos menciona una serie de instrumentos económicos específicos, como  los son 
los siguientes: 
● Tasas de ingreso a ANP 
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● Transferencias directas condicionadas para la conservación de bosques 
(Pronfonanpe) 
● Ley N° 30215 – Ley de Mecanismos de Retribución de Servicios Eco 
sistémicos. 
● Proyectos y programas de inversión pública: Foniprel. Ley N°29230 – 
Ley de Obras por Impuestos, Agro Rural, Agro Ideas y Programa 
Nacional de Conservación de Bosques. 
 Bono mivivienda verde, desarrollado por el Fondo Mvivienda, el cual 
financia hasta 377,640 mil soles según el grado de sostenibilidad de una 
vivienda con proyecto certificado.  
● Fondos de promoción de emprendimientos e innovación tecnológica: 
Innóvate Perú, Fondo Mipyme, Procompite 
● Un banco de desarrollo agrario, llamado Agrobanco 
Asimismo, cabe cuestionar la transparencia de los ingresos, por ello, consideramos 
que al proponer impuestos ecológicos, dentro del sistema de Gestión Ambiental 
Regional, no solo regulamos la contaminación, sino que podríamos mantener un 
control integral de los ingresos regionales, por el uso de los recursos naturales, sino 
que, además los impuestos permitirán establecer incentivos, deducciones y 
condonaciones que acompañados de una fiscalización ambiental (realizado por la 
OEFA y sus entes adscritos al SEIA), así como auditoras internas del sistema, 
monitorearán  a las empresas, para que puedan acceder a estos, de este modo 
colocamos a los impuestos ambientales en el extremo de una medida de 
mejoramiento y cumplimientos instrumentos económicos ya existentes. 
 
1.3.1.6. Carácter beneficiario 
 
Según Greenpeace et al (2019), nos explica que los beneficios de la fiscalidad 
ambiental, pueden convertirse en beneficios para las arcas del Estado, sin embargo 
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ese no es el objetivo, si no beneficios al medio ambiente, y con ellos el cuidado  de 
las fuentes de recursos naturales, y con ello la materia primas de las empresas 
extractivas; para Greenpeace, los beneficios fiscales verdes, significan lo siguiente: 
Puede tratarse de gravámenes que aumenten la carga fiscal, aplicando el 
principio de “quien contamina paga”, o bien de beneficios fiscales en tributos, 
que incentiven y compensen la realización de buenas prácticas que conllevan 
externalidades positivas para el conjunto de la sociedad. Algunos ejemplos 
son las acciones relacionadas con la movilidad sostenible, la reducción de 
residuos o la conservación del patrimonio natural y la biodiversidad. 
Por ello, es reiterativo mencionar, que con los impuestos ambientales se pretende 
cambiar la conducta de las personas y de las empresas, al ser implantados como 
impuestos, con una gama de oportunidades e incentivos, especialmente sobre las 
actividades extractivas, que generen riesgos de contaminación o que impactan 
negativamente al medio ambiente.  
Según Gago Rodríguez, citado por Yacolca (2013), nos explica que los instrumentos 
económicos en su totalidad, poseen la característica principal de beneficiaria tanto a 
la población como al sector empresarial, el autor nos explica que los instrumentos 
económicos basados en estímulos, como premios y recompensas, puede tener un 
resultado beneficiario y ahorrativo, para lograr ellos la conducta empresarial deberá 
adquirir tecnologías permanentes, que aseguren que a largo plazo resultados 
positivos y favorables para el medio, y así como una sostenibilidad en el 
aprovechamientos de recursos naturales.  
La potestad tributaria, en marco de una eficiente reforma fiscal tributaria, deberá 
convencer al sector empresarial, de los costos y beneficios de este tributo, premiando 
su comportamiento responsable con el medio ambiente, y asegurar que este no 
afectará a la economía del empresa, sino más bien, comprometernos con el país, hacia 
una paso delante de modernidad y competitividad empresarial. Algunos indicadores 
del carácter beneficiario son: 




Consiste en determinar beneficios económicos para las empresas a través de 
deducciones tributarias, que deben ser desarrolladas o implementadas dentro del 
sistema de impuestos ambientales, como herramientas estratégicas que influyan en 
conducta de contribuyente; de igual manera es llamada como gastos deducibles, de 
la base imponible, por todos aquellos gastos a favor del medio ambiente, que la 
empresa haya realizado en el margen de sus actividades productivas, como disminuir 
emisiones, cambio de tecnologías, energía renovable.  
Los gastos deducibles a favor del medio ambiente, son acciones voluntarias, por ello 
mantiene una estrecha relación con la responsabilidad empresarial, de este modo los 
impuestos ambientales son utilizados, como una herramienta eficiente para el 
cumplimiento de otros deberes, a través de incentivos al esfuerzo del contribuyente.  
Asimismo, los beneficios tributarios basado en deducciones, deberán asegurar que 
un gasto deducible, realmente contribuya con reducir sus niveles de riesgo o 
contaminación, conforme a la actividad extractiva o productiva que la empresa 
realice, y no cualquier acción con términos ambientales, cuyos efectos no sean 
significativos sobre la actividad productiva; en esta línea de ideas, Jimenez citado 
por Yacolca (2013), nos explica que no solo es necesario conceptualizar en leyes y 
reglamentar herramientas positivas de deducción de gastos para la protección del 
medio ambiente, sino que debe ser imprescindible reglamentar las consecuencias 
directas e indirectas de la actividad de las empresas en su entorno natural.  
Asimismo, es deducibles las donaciones a favor de terceros, que realicen actividades 
a favor del medio ambiente, con efectos en la actividad empresarial que se realice, 
por ejemplo organizaciones no gubernamentales, estatales, y toda organización de 
sociedad civil, que trabaje en materia ambiental. 
Por estas razones, los impuestos ambientales, para lograr los fines beneficiarios, 
deberá manejar un estricto control de los gastos deducibles, y fomentar más 
incentivos; en relación al tema, los beneficios tributarios deben asegurar el 
mantenimiento de la fuente (recurso natural o extractivo), por ellos las deducciones 




1.3.1.7. Impuestos a nivel Gobierno Regional 
 
Los tributos pueden ser creados desde los tres niveles del estado, nacional regional y 
local, sin embargo, existes facultades destinadas a la creación de tipos de tributos, tal 
es el caso de los impuestos, los mismo que no pueden sr creados desde las facultades 
del Gobierno regional, si no me mediante una Ley, ante ello y de conformidad con el 
art. 74 de la Constitución Política del Perú,  Castilla (2012), las facultades y potestades 
para la creación de estos tributos a nivel regional, deben seguir el siguiente esquema: 
a) Congreso de la República: mediante ley puede regular impuestos. 
b) Poder Ejecutivo: a través del decreto legislativo puede regular 
impuestos. 
c) Gobierno Regional: mediante ordenanza regional puede regular 
contribuciones y tasas. 
d) Gobierno Local: a través de la ordenanza municipal puede regular 
contribuciones y tasas. 
Por lo tanto, la creación de tributos está centrada en el gobierno nacional, sin 
embargo, a la fecha se vienen realizando grandes cambios de reforma tributaria, una 
de ellas es la descentralización de los impuestos, y no menos importante, es 
considerar al sector ambiental en la modernización de los tributos. 
El Congreso de la República y el Poder Ejecutivo, pueden crear impuestos, 
determinando competencias y control a nivel nacional y regional; sin embargo, con 
los años, se espera que los Gobiernos Regionales y Locales puedan generar sus 
propios tributos, y no solo contribuciones y tasas, como lo establece la Constitución 
actualmente.  
Ante ello, actualmente conocemos que el Gobierno Nacional ha planteado Ley No 
27783 - Ley de Bases de la Descentralización-, en el cual, el art. 37.c), establece lo 
siguiente, “Artículo 37.- Bienes y rentas regionales. c. Los tributos creados por Ley 
a su favor”, por lo tanto establece que constituyen ingresos tributarios para los 
Gobiernos Regionales, todos aquellos creados por ley que beneficien a las regiones, 
por lo tanto, sí se pueden creas impuestos ambientales, con enfoque regional, a partir 
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de una ley, con el cumplimiento irrestricto de la legalidad y las competencias 
establecidas por la Constitución, y no contraria a la Constitución.  
 
1.3.2. La contaminación extractiva empresarial 
 
Para entender a la industria extractiva, debemos referirnos al significado del 
extractivismo desde su naciente capitalismo, como una tendencia global para el 
crecimiento económico de empresas dedicadas a la extracción o aprovechamiento de 
la materia prima, entiéndase como recursos naturales; según Dube & Vargas, (citado 
en Acosta, s.f), manifiesta lo siguiente: 
Una definición comprensible utilizaremos el término de extractivismo cuando 
nos referimos a aquellas actividades que remueven grandes volúmenes de 
recursos naturales que no son procesados (o que lo son limitadamente), sobre 
todo para la exportación. El extractivismo no se limita a los minerales o al 
petróleo. Hay también extractivismo agrario, forestal e inclusive pesquero. 
 
El extractivismo es la primera actividad antes de iniciar con el sistema de producción 
y responde a las necesidades de la población o del mercado, estando siempre a la 
vanguardia de la oferta y la demanda, controlando de tal manera los precios de bienes 
mineros, pesqueros, agrícolas, forestales, entre otros. La industria extractiva no posee 
valores agregados, sin embargo no subestimo la idea que en un futuro no muy lejano, 
recursos naturales no renovables tienden a escasear y se conviertan en elementos 
extremadamente preciados, toda vez que no sepamos manejar el aprovechamiento de 
dichos recursos.  
Los procesos de extracción han traído consigo efectos sociales y ambientales, según 
el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD, 2012), en su 
prospecto de los años 2012 al 2016 manifiesta lo siguiente: 
Si los conflictos socio ambientales aparecen de manera central en la 
coyuntura conflictual actual es que están visibilizando problemas 
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macroestructurales de conjunto, relacionados por un lado con la 
institucionalidad política –donde la desconfianza en las instituciones y los 
actores se expresa en una relación débil entre el Estado y la sociedad–, y por 
el otro, con el modelo productivo –donde la política medioambiental y la 
relación con las industrias extractivas aparecen cuestionadas–. 
 
Las cuestiones de estos efectos negativos, en su mayoría son políticos, y la eterna 
rivalidad de la dirección ideológica de los países de derecha o de izquierda, sin 
embargo cabe resaltar, que el motivo de conflictos sociales no solo nacen en la 
vulneración de derechos fundamentales, sino por el respeto de los territorios o de la 
propiedad, con la incertidumbre del daño que se podría generar a los territorios, y 
como no, si con el desarrollo del mundo extractivo, con los años, y en diversas parte 
del mundo, se han dañado ecosistemas y fuentes principales de vida y sustento de las 
comunidades cercanas, contaminación cuyos efectos podemos percibir en la 
actualidad a través de los desastres naturales, propios de una naturaleza que busca su 
equilibrio. 
1.3.2.1. Actividades contaminantes 
 
Las actividades contaminantes de la empresa extractiva, son aquellos actos 
productivos con efectos ambientales en la zona del recurso natural, su importancia 
radica en determinar la intensidad de la actividad, estas pueden ser actividades con 
efectos mínimos a corto plazo, pero intensos a largo plazo; según Gudynas (2015), 
nos menciona actividades contaminantes producto de la extracción, a lo que refiere 
que en los proceso de extracción, existen elementos tóxicos, como explosivos y 
sustancias cuidadosamente usadas, pero ello no  justifica el riesgo permanente en que 
vive dicha actividad, poniendo en riesgo especies de flora y fauna silvestre, emisión 
de gases y la degradación lenta de recursos naturales.  
Por ejemplo en Perú como en muchos otros países de Latinoamérica, la extracción 
de oro, tiene un principal riesgo ambiental, que es la contaminación por mercurio, la 
deforestación de la zona donde se va realizar la extracción, alteración de ecosistemas 
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en el lugar, vertimientos en el agua, remoción de grandes volúmenes de tierra, tajos 
para la minería a cielo abierto, como es el caso de Yanacocha, entre otros.  
Otra actividad contaminante es la extracción de plomo, y su contaminación al aire 
por material particulado, por ejemplo en La Oroya, en Pasco, porque existe 
poblaciones cercas a los releves de la actividad, según Astete et al (2009), lo releves 
con todas aquellas sustancias desechables, solidas o líquidas, de las actividades de 
minería, habitualmente se componen de agua, tierra, rocas, minerales, polvo, y otras 
en gran cantidad, concentrando en sus partículas químicos dañinos para el ambiente 
y la población.  
Otro ejemplo de actividades contaminantes, es el material particulado en el aire, en 
las zonas de extracción de azúcar, por ejemplo en el Departamento de Lambayeque 
con la quema de la caña de azúcar.  
Otros casos de actividades contaminantes producto del extractivismo, es la 
extracción del caucho en la ciudad de Acre en Brasil, ante esto, para no extinguir las 
extensas hectáreas de caucho, por lo que han desarrollado un sistema de reservas de 
caucho, en la que las empresas, han reservan parte del territorio de caucho, con 
actividades no contaminantes o que no dañen y que al mismo tiempo aprovechen 
económicamente dichas hectáreas, por lo cual su sistema tributario les permite 
adquirir a las empresas dichas ganancias y no deducir el gasto del mantenimiento de 
estas hectáreas, las empresas al ver ingresos y poco gasto en el mantenimiento, han 
procedido a la conservación del recurso, que a su vez asegura su actividad en los años 
siguientes.  
A continuación, explicaremos los siguientes indicadores de la actividad extractiva 
contaminante: 
a)  Importancia de las auditorías 
El creciente incremento de la inversión externa en la exploración y explotación de 
los recursos naturales, ha traído consigo el desarrollo de diferentes asesorías legales, 
industriales, de ingeniería, contable y sobre todo ambientalmente, para proteger del 
hombre el exterminio de los recursos, ante ello Delgado (2004) sostiene que: 
 48 
 
La auditoría medioambiental surge como resultado de esta creciente 
preocupación acera de la problemática medioambiental y del papel asumido 
por las empresas en cuanto a la responsabilidad que les concierne. Se trata de 
una herramienta poderosa, capaz de evaluar y sentar las bases de una política 
cuidadosa con el medioambiente, que tenga en cuenta el entorno que rodea a 
las industrias.  
De igual manera, las auditorías ambientales, pueden ser particulares o estatales 
adscritas al Ministerio del Ambiente, cumplen el rol de analizar la interrelación y 
efectos de una actividad productiva hacia el medio ambiente, para informar de su 
impacto, así como plantear soluciones de control y manejo dela normativa ambiental, 
en sector donde se encuentra la actividad extractiva. 
El desarrollo de auditorías, demuestras la responsabilidad y preocupación de las 
empresas para mantenerse a la vanguardia de la normativa, de este modo pueden 
realizar auditorías internas, (realizadas por la empresa) o externas, realizado por una 
entidad competente del Estado. El mismo autor, refiere que las autorías se convierten 
en una herramienta de evaluación y auto evaluación a favor de la empresa, del medio 
ambiente y del estado, evitando procesos administrativos y daños futuros al medio 
ambiente y  la salud de las personas. (…)  
Asimismo, la Serie de Normas ISO 14010 (1997), donde se refiere lo siguiente: 
La auditoría Ambiental se define como proceso de verificación sistemático y 
documentado a efectos de obtener u evaluar objetivamente la evidencia de 
auditoría que permita determinar, si las actividades, eventos, condiciones, 
sistemas de gestión, especificados con respecto al ambiente o información 
acerca de los temas, conforman los criterios de auditoría y comunicar los 
resultados de este proceso al cliente. 
De este modo, se considera sumamente importante aplicar las autorías en el Sistema 
de Impuestos ambientales, pues a través de informes fundamentados de los auditores, 
se podrá realizar lo siguiente: 
a) Medir las emisiones declaradas anualmente 
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b) Verificar costos ambientales en la actividad empresarial, para posibles 
deducciones 
c) Determinar si se la empresa desarrolla su responsabilidad ambiental a 
través de proyectos limpios. 
d) Determinar si la tecnología usada por la empresa en su forma de 
producción  es la más apropiada o si el administrado ha invertido en nuevas 
tecnologías. 
De igual manera, según Brañes (2001), indicó que se puede clasificarlas del siguiente 
modo: 
a) Auditoría ambiental financiera 
b) Auditoría completa de las actividades ambientales 
c) Auditoría de control Interno ambiental 
d) Auditoría ambiental de cumplimiento legal 
e) Auditoría del desempeño de recursos ambientales (economía y eficiencia- 
EE)  
f) Auditorías de responsabilidad. 
g) Auditorías de la efectividad de los sistemas de control relativos al impacto 
ambiental. 
h) Auditorías de medición de emisiones que se van a declarar.  
 
Según Gama et al (2014), manifiesta que “Para que un sistema sea eficiente es 
necesario que todos los involucrados en la ejecución del mismo permitan el flujo de 
información de manera oportuna y relevante para contribuir a decisiones idóneas 
con el cumplimiento de normas establecidas.”, por lo tanto aplicar diversos 
instrumentos de gestión ambiental desde las empresas y desde el Estado, requiere que 
los actores institucionales, empresariales y políticos estén decididos en cambiar sus 
conductas, tanto en las formas de producción, como en la eficiencia de la 
administración, tal es el caso del Sistema de Impuestos Ambientales, por lo que las 
auditorías deberán ser su herramienta de control de todas actividades contaminantes, 
en la evaluación del hecho generador y la base imponible; de los auditores depende 




Según la OEFA (2015), la fiscalización ambiental es un acto de control, y es realizada 
por una entidad pública, la misma que debe expresarse en una legislación especial, 
para que en el marco de sus funciones, realice dicho acto, todo ello debido a la 
magnitud de las áreas de fiscalización ambiental.  
Las fiscalizaciones ambientales, sirven para verificar el cumplimiento de las 
obligaciones ambientales de los administrados, todo ello con la finalidad de 
salvaguardar la sostenibilidad de los recursos naturales, la OEFA, nos explica que la 
fiscalidad se puede entender desde un sentido amplio, que consiste en las acciones 
de vigilancia, manejo, control, monitoreo, seguimiento, y desarrollo de incentivos 
para el cumplimiento de la obligación ambiental; y en sentido estricto, es aquella que 
faculta a la entidad estatal investigar la comisión de infracciones administrativas, en 
el marco de un proceso sancionador, e imponerles sanciones.  
La fiscalización ambiental en nuestro país tiene como ente rector al Órgano de 
Evaluación y fiscalización Ambiental (OEFA), y adscribe a las Entidades de 
Fiscalización Ambiental (EFA), dentro del marco de la Ley de Sistema Nacional de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental N°29325, las define del siguiente modo: 
a) Órgano de Evaluación y fiscalización Ambiental (OEFA) Es un 
organismo público técnico especializado, con personería jurídica de 
derecho público interno, que constituye un pliego presupuestal. Se 
encuentra adscrito al MINAM y se encarga de la fiscalización, supervisión, 
evaluación, control y sanción en materia ambiental, así como de la 
aplicación de los incentivos, y ejerce las funciones previstas en el Decreto 
Legislativo Nº 1013 y la presente Ley. El OEFA es el ente rector del 
Sistema de Evaluación y Fiscalización Ambiental. 
 
b) Entidades de Fiscalización Ambiental (EFA) Las Entidades de 
Fiscalización Ambiental Nacional, Regional o Local son aquellas con 
facultades expresas para desarrollar funciones de fiscalización ambiental, 
y ejercen sus competencias con independencia funcional del OEFA. Estas 
entidades forman parte del Sistema Nacional de Evaluación y 
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Fiscalización Ambiental y sujetan su actuación a las normas de la presente 
Ley y otras normas en materia ambiental, así como a las disposiciones que 
dicte el OEFA como ente rector del referido Sistema. 
 
Según el Sistema Nacional de Evaluación y Fiscalización Ambiental (SINEFA), nos 
menciona que el caso de las EFA, se considera las siguientes entidades: 
a) Servicio Nacional de Sanidad Agraria (SENASA) del Ministerio de 
Agricultura y Riego. 
b) Dirección General de Asuntos Ambientales Agrarios y Administraciones 
Técnicas Forestales y de Fauna Silvestre del Ministerio de Agricultura y 
Riego. 
c) Autoridad Nacional del Agua (ANA). 
d) Dirección General de Minería (DGM) del Ministerio de Energía y Minas. 
e) Dirección General de Salud Ambiental (DIGESA) del Ministerio de Salud. 
f) Dirección General de Capitanías y Guardacostas (DICAPI) del Ministerio 
de Defensa. 
g) En secta acuífero, OEFA por crianza de peces a gran escala y el gobierno 
regional en menor escala. 
h) En el sector pesca, el Ministerio de Producción (PRODUCE), por pesca a 
mayor escala; en otros casos el Gobierno regional, y la OEFA por pesca 
industrial.  
i) Entre otras funciones delegadas a los Gobiernos regionales y locales. 
 
En el caso de los gobiernos regionales, su competencia abarca todos los sectores 
ambientales, y se denominan subsectores, como en la agricultura, pesca, acuicultura, 
minería, pesca y turismo, ello según lo establecido en el artículo 46 al 64, de la Ley 
N°27867, de la Ley Orgánica de Gobiernos Regionales. 
Por estas razones, la investigación ha considerado que el Sistema de Fiscalización 
Ambiental, nacional y regionales, deberán adoptar nuevas funciones, en razón a las 
competencias ya establecidas, en la cual, cada una de ellas, deberá integrar auditorías 
ambientales dentro del Sistema de Impuestos Ambientales, según su especialidad, a 
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fin de realizar supervisiones y remitir informes de las emisiones o actividades 
contaminantes en el sector extractivo, evaluación del cumplimiento de la normativa 
ambiental de las empresas, debiendo trabajar en una sola unidad para el control 
adecuado de emisiones al medio ambiente y la imposición de impuestos ambientales.   
c) Informes técnicos 
Según Pinto-Bazurco (2014), “informe es todo documento escrito o reporte 
audiovisual que describe acontecimiento so hechos, o da cuenta detallada de 
avances, estados de trabajos o eventos.”; un informe técnico requiere de 
explicaciones o términos detallados que sustenten la unidad de estudio o asunto en 
cuestión, por lo tanto un informe técnico debe ser detallado por un especialista y 
firmado por el mismo bajo responsabilidad.  
Por ello consideramos que todo acto de fiscalización y de autorías para la aplicación 
de impuestos y deducciones deberá ser detallado en informes técnicos 
fundamentados, por cada área o unidad de estudio, agua, suelo y aire, de actividades 
extractivas. 
 
1.3.2.2. Asimilación ambiental 
 
La asimilación ambiental tiene que ver con la capacidad que posee el medio ambiente 
para soportar actividades que afecten su entono biológico, ecológico o de estado 
natural, esta capacidad es estudiada por el hombre, tras evaluar los factores y 
consecuencias de la actividad del hombre en la naturaleza; a través de la asimilación 
ambiental se puede pedir el riesgo ambiental de una actividad humana.  
Para medir la asimilación ambiental, el sistema ambiental, ah desarrollo controles de 
contaminación, con la finalidad de prevenir daños al medio ambiente y a la salud de 
las personas; el alto desarrollo de la industria extractiva por nuestros recursos 




El control ambiental, mide los efectos a largo y corto plazo de una actividad 
productiva con riesgo de contaminación o con contaminantes limitados, como se 
mencionado en el principio de capacidad contributiva, según Spiegel y Maystre 
(2013), el concepto de capacidad contributiva, reconoce la cantidad y tipo de 
emisiones al medio ambiente de una actividad empresarial, sin embargo dichas 
emisiones no deben ser apreciables al medio ambiente y a la salud de las personas; 
el entorno actual en el que existe escaso control de la contaminación en nuestro pais, 
podría decir, que es muy probable que la asimilación ambiental en ciertos sectores 
empresariales extractivos sí están afectando al medio ambiente y a la salud.  
Para evitar, el supuesto anterior, la gestión ambiental del Perú, ha desarrollado 
instrumentos de medición de la asimilación ambiental o de las emisiones, y todas 
poseen diferentes funciones de carácter preventivo, restaurador o reparador, a 
continuación explicaremos tres de los siguientes instrumentos, según la Ley General 
del Ambiental N°28611: 
a) Estudios de Impacto Ambiental 
 
Artículo 25.- De los Estudios de Impacto Ambiental Los Estudios de Impacto 
Ambiental - EIA son instrumentos de gestión que contienen una descripción 
de la actividad propuesta y de los efectos directos o indirectos previsibles de 
dicha actividad en el medio ambiente físico y social, a corto y largo plazo, así 
como la evaluación técnica de los mismos. Deben indicar las medidas 
necesarias para evitar o reducir el daño a niveles tolerables e incluirá un breve 
resumen del estudio para efectos de su publicidad. La ley de la materia señala 
los demás requisitos que deban contener los EIA. 
Este instrumento se caracteriza por ser preventivo, por lo tanto, en el sistema de 
impuestos ambientales, las empresas para registrar menos emisiones según su 
actividad extractiva, se verá en la necesidad de cumplir con lo establecido en los 
estudios de impacto ambiental, y ya no solo un registro de mero trámite 
administrativo, si no que a través de los impuestos ambiental, las empresas 
procederían a un mayor control y ejecución de sus estudios. 




Artículo 31.- Del Estándar de Calidad Ambiental 31.1 El Estándar de Calidad 
Ambiental - ECA es la medida que establece el nivel de concentración o del 
grado de elementos, sustancias o parámetros físicos, químicos y biológicos, 
presentes en el aire, agua o suelo, en su condición de cuerpo receptor, que no 
representa riesgo significativo para la salud de las personas ni al ambiente. 
Según el parámetro en particular a que se refiera, la concentración o grado 
podrá ser expresada en máximos, mínimos o rangos. 
 
Este instrumento se caracteriza por ser preventivo, por lo tanto, el sistema de 
impuestos ambientales, puede usarlo como herramienta para aplicar incentivos, así 
las empresas asumirían gastos a favor del medio ambiente, que asegure la mantener 
la calidad ambiental, incluso las empresas podrían cambiar su forma de producción 
por tecnologías más limpias, que reduzcan los niveles de concentración de sustancias 
que generen riesgos presentes o futuros. 
c) Límites máximos permisibles 
 
Artículo 32.- Del Límite Máximo Permisible 32.1 El Límite Máximo 
Permisible - LMP, es la medida de la concentración o del grado de elementos, 
sustancias o parámetros físicos, químicos y biológicos, que caracterizan a un 
efluente o una emisión, que al ser excedida causa o puede causar daños a la 
salud, al bienestar humano y al ambiente. Su cumplimiento es exigible 
legalmente por la respectiva autoridad competente. Según el parámetro en 
particular a que se refiera, la concentración o grado podrá ser expresada en 
máximos, mínimos o rangos. 
Este instrumento se caracteriza por ser preventivo, por lo tanto, el sistema de 
impuestos ambientales, puede usarlo como herramienta de medición, para que las 
emisiones declaradas estén siempre en el margen de los Límites máximos 
permisibles, de no ser el caso, y que los informes demuestren vulneración de los 
límites, mas contaminación ambiental, deberá, remitirse copias a investigaciones 
administrativas y sancionable por organización estatal competente y así como podrías 
remitirse copias para una investigación penal.  
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1.3.2.3. Responsabilidad por riesgo y daño ambiental  
 
Al referirnos a la responsabilidad en materia ambiental, es importante clasificarla en dos 
etapas, primero aquella responsabilidad generada por riesgos ambientales (asimilación 
ambiental) y la segunda desde el daño ambiental, la misma que se desprende la interpretación 
del artículo IX, del principio de Responsabilidad Ambiental y del artículo 74 de la Ley 
General del Ambiente, sobre la Responsabilidad General.  
La primera clasificación, son las responsabilidades por asumir la asimilación ambiental, 
como se ha explicado antes, la actividad extractiva, genera en primer momento riesgos 
ambientales, los mismo que se encuentran regulados por instrumentos ambientales, los 
cuales están contenidos en normas y reglamentos administrativos. 
La segunda clasificación, son las responsabilidades generadas por daños ambientales, las 
cuales conllevan a efectos totalmente negativos de la actividad extractiva, en su mayoría son 
irreparables, como es la afectación a la salud humana y la perdida de ecosistemas, estos 
conllevan a sanciones civiles y penales. 
En esa alinea de ideas la transversalidad del Derecho ambiental se integra a otras ramas del 
derecho, como es la Responsabilidad Administrativa, Civil y Penal.  
a) Por riesgo ambiental y social. 
 Responsabilidad Administrativa. -  
Se ha mencionado instrumentos ambientales que miden la asimilación ambiental de aquellos 
elementos que mantienen en riesgo ambiental determinadas actividades, estos instrumentos 
están contenidos en la Ley General del Ambiental N°28611, y en otras normas especiales, y 
reglamentos que la regulan. Pero para ellos es necesario normas de fiscalización las cuales 
recaen sobre las funciones determinadas por la Gestión Ambiental, desde los tres niveles del 
Gobierno, nacional, regional y local, asimismo órganos autónomos de fiscalización, como 
es la OEFA, las cuales establecen sanciones por la infracción de estas normas.  
La responsabilidad administrativa a diferencia de las otras dos responsabilidades antes 
mencionadas, no dependen de la existencia de un daño ambiental, sino tan solo dependerá 
del control e implantación de las normas ambientales, para el cumplimiento de los roles de 
precaución y prevención, con la cual la Autoridad Ambiental (Ministerio del Ambiente), ha 
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establecido como requisitos previos al ejercicio o uso de bienes naturales, claro ejemplos 
tenemos como el pago por el uso de recurso naturales, más conocido como CANON minero, 
o el cumplimiento de EIA o declaraciones de ECA, como requisitos para permisos de 
concesión y otros.  
Siguiendo el tema de tesis, se entiende los impuestos ambientales configurarán normas 
administrativas, sobre los riesgos ambientales de las empresas extractivas, por la asimilación 
permita, integrando roles para su debido funcionamiento, como son las funciones 
fiscalizadoras de emisiones al agua, suelo y aire, realizado y controlado por las entidades 
correspondientes acorde a las normas y establecer sanciones por el no pago de estos 
impuestos ambientales propuestos. 
b) Por daño ambiental  
 Responsabilidad administrativa 
La infracción de estándares de calidad y límites máximos permisibles, también conllevan 
además de sanciones civiles y penales, la responsabilidad administrativa, la cual es 
independiente de los otros dos, dicha interpretación se desprende del artículo 138 y 142 de 
la Ley General del Ambiente; la infracción de dichas normas, están reguladas según el tipo 
de contaminación ambiental, ya que en este punto no nos referimos a riesgos ambientales, si 
no a contaminaciones directas, estas pueden ser el aire, suelo o agua, con la cual la autoridad 
correspondiente, entidades como la Autoridad Nacional del Agua, SERFOR O SERNANP, 
OEFA, PRODUCE, entre otros, tiene su propio rol sancionador, establecidos en normas 
especiales, en derecho ambiental administrativo solo configuran sanciones como 
amonestaciones y multas determinadas en Unidades Impositivas Tributarias, y la aplicación 
de medidas como las cautelares y medidas correctivas.  
 Responsabilidad Civil 
En materia civil, en primero lugar determinaremos los sujetos que pueden demandar la 
protección del medio ambiente; de ese modo, el interés difuso es la institución que define el 
interés legítimo por daños ambientales, tal es el caso que el artículo 82 del Código Civil, 
establece que toda persona, natural o jurídica, puede ejercer civilmente la defensa por la 
infracción de los derechos ambientales.  
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Tipos de Responsabilidad Civil 
a) Contractual.- Es aquella que se deriva del incumplimiento de obligaciones celebradas 
en un contrato; en materia de sanción de daños ambientales, es poco peculiar que se 
establezcan clausulas específica sobre daños ambientales, puesto que el 
cumplimiento de normas en temas de contrataciones con el Estado, siempre será 
obligatoria, cuya infracción posee sanciones administrativas. 
 
b) Extracontractual.- El derecho ambiental posee una peculiaridad sobre el campo de 
acción de la responsabilidad civil por daños ambientales, las cuales se establecerán 
necesariamente de modo extracontractual dentro de un proceso penal, como 
reparaciones civiles, que al igual de la indemnización, debe estar compuesto por 
daños a la persona, lucro cesante y daño emergente.   
 
La institución extracontractual, es eminentemente civil, es por ello que en el ámbito 
penal deberá limitarse a conseguir en gran medida la reparación de la víctima y no a 
perseguir la sanción de la víctima (de Derecho Penal); al referirnos a la reparación 
de la víctima podemos señalar dos teorías y son las siguiente: 
La teoría objetiva, se refiere a que el daño ambiental sea producido por una actividad 
que genere tal riesgo, por ejemplo bombas explosivas, productos peligrosos con alto 
contenido de químicos para el ambiente y la salud de las personas, entre otros, deberá 
tener en cuenta que dicha actividad está sometida a estrictos controles, pero que tiene 
un alto riesgo de generar un daño plural. 
La teoría subjetiva, se refiere a que el daño ambiental se ha producido por 
negligencia, culpa o imprudencia de un sujeto y causa un daño determinado, por 
ejemplo aquellas personas que cumplen la función de velar por los niveles de 
emisiones de una actividad productiva de una empresa privada o el rol de 
fiscalización de las instituciones del estado, sin embargo favorecen a la empresa 
privada u omita una de sus funciones, estamos ante una responsabilidad subjetiva.  
 





 Daño Ambiental.- Es la afectación grave o irreparable al medio ambiente 
como bien jurídico protegido (espacio con componente natural que forman 
ecosistemas donde se desarrolla la vida humana, en equilibrio con otros 
elementos biótico y abióticos), por tal motivo el bien jurídico protegido del 
medio ambiental, puede señalarse según la determinación del elemento del 
daño en el agua, tierra o aire, por ejemplo los bosques, las aguas subterráneas, 
el oro, un especie protegida y otros.  
 Daño emergente ambiental.- Aquellas consecuencias, producto de un daño 
ambiental, por ejemplo perdida de un recurso natural, extinción de una 
especie, entre otros, teniendo en cuenta que todo recurso posee valor 
pecuniario en la economía mundial. 
 Lucro cesante ambiental.- Es todo aquellos dejado de percibir, producto de 
un daño ambiental, por ejemplo dejar de comercializar algún pez de agua 
dulce por contaminación de un río, dejar de comercializar un producto 
agrícola, por contaminación con químicos a la tierra, entre otros. 
 Daño a la persona.- Es la afectación directa a la salud física y psíquica de la 
persona, producto de un daño al medio ambiente contaminado, donde 
desarrolla su vida, ejemplo los pobladores que viven cerca de una zona de 
explotación minera y sufren de enfermedades por exposición al mercurio.  
 
Si es subjetivo, además de la presencia de los tres tipos de daño antes 
descritos, existe la presencia de daño colectivo y daños continuados. 
  
 Daño colectivo.- Se refiere al daño a bienes de dominio público, que 
satisfacen necesidades de todos los ciudadanos, por ejemplo contaminación 
de una fuente de agua, de donde se abastece toda una población. 
 Daño continuado.-  Es un conjunto de actividades que con el tiempo 
ocasionan contaminación ambiental, o una sola actividad que se ha mantenido 
en el tiempo causando contaminación ambiental. 
 
 Nexo Causal.- El nexo causal del daño ambiental está compuesto por dos 
elementos, el primero es “el sujeto que causa el daño” y el segundo es “hasta 
dónde causó el daño” y para ello es necesario una alta carga de la prueba que 
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relacione la conducta con el resultado, de eso modo se puede determinar por 
qué una persona y no otra es responsable de determinado daño ambiental. 
 
 
 Responsabilidad Penal 
Asimismo, los daños ambientales no solo incurren en responsabilidad administrativa, pues 
la autoridad correspondiente puede remitir copias a la autoridad de investigación 
competente, como son las Fiscalías Especializadas en Materia Ambiental. Asimismo, se 
puede iniciar investigación por un posible daño ambiental de oficio o desde la denuncia de 
cualquier ciudadano. 
Es necesario precisar que para que exista responsabilidad penal, debe existir una figura 
penal, los cuales están regulados en el Título XIII del libro segundo del Código Penal de 
1991, denominados Delitos Ambientales, además regula los delitos contra los recursos 
naturales, en ese sentido el medio ambiente se convierte en un bien jurídico y ante ello 
algunos autores discrepan que el bien jurídico debería ser la ecología, sin embargo su 
importancia radica en el carácter socio económico, debido a fuerte relación entre la actividad 
humana y el medio ambiente, según Torres (2015), es necesario que el derecho 
administrativo y el Penal coexistan para una regulación integral de la protección del medio 
ambiente. 
Un ejemplo sobre la regulación en materia de delitos ambientales que contemple la 
responsabilidad ambiental completa, es la establecida en el Artículo 26.- De los Programas 
de Adecuación y Manejo Ambiental, de la Ley General del Ambiente, la cual dispone que 
el incumplimiento de acciones definidas en el Plan de Manejo Ambiental de una empresa se 




El ámbito normativo del extractivismo en el Perú, es mayormente reconocido, para 
el sector minero y de hidrocarburos, estas actividades son reguladas a través de 
concesiones, y son tramitadas en el Ministerio de Energía y Minas, en el Instituto 
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Geológico Minero y Metalúrgico – INGEMMET, para posteriormente poder realizar 
actividades de exploración y explotación. Según Chávarry (2015), nos explica que 
en ambos casos es importante lo siguiente: 
Se exige que el peticionario presente una declaración jurada de compromiso 
previo, en la cual se compromete, entre otros temas, a contribuir con el 
desarrollo sostenible de la población ubicada en el área de influencia de la 
actividad minera; realizar las actividades mineras en el marco de la política 
ambiental del Estado. 
El marco normativo de la actividad extractiva, se encuentra muy sectorizado y 
difícilmente recopilado, sin embargo, mencionaremos algunos lineamientos 
normativos 
a) Reglamento de Protección Ambiental Para las actividades Mineras. 
DECRETO SUPREMO N° 042-2017-EM 
b) Ley orgánica para el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales. 
N° 26821 
c) Ley sobre la conservación y aprovechamiento sostenible de la diversidad 
biológica. N° 26839. 
d) Resolución Ministerial Nº 104-2009-MINAM, Aprueban Directiva 
“Procedimiento para la Evaluación y Autorización de Proyectos de 
Emisiones de Gases de Efecto Invernadero (GEI) y Captura de Carbono”. 
e) Resolución Ministerial Nº 011-96-EM/VMM - Aprueban los niveles 
máximos permisibles para efluentes líquidos minero-metalúrgicos 
f) Decreto Supremo Nº 010-2008-PRODUCE - aprueban Límites Máximos 
Permisibles (LMP) para la Industria de Harina y Aceite de Pescado y 
normas complementarias Publicado el 30 de abril de 2008 
 
La normativa del extractivismo, no se encuentra sistematizada en Perú, en el cual se 
establezcan definiciones, recursos y principios de este sector económico, si no 
básicamente se rigen al control de cada norma promulgada, que regula las actividades 




1.3.2.5. Principios  
 
Los principios con relevancia, que se involucran al extractivismo, son explicados por 
Carhuatocto (2018), en su libro denominado, Los Principios Ambientales en un 
Estado Constitucional Democrático, no explica los siguientes principios: 
a) Principio de uso sostenible. 
Este témino fue acuñado por primera vez en 1987, por la Comisión Mundial sobre el 
Medio Ambiente y Desarrollo de las Naciones Unidas, en la cual la definen como el 
proceso o serie de actos que aseguran la satisfacción de las necesidades de las 
generaciones futuras; el uso sostenible aspira a un cambio productivo y tecnológico, 
para alcanzar el reconocimiento de calidad empresarial sostenible y la conservación 
de los recursos naturales. 
 
b) Principio preventivo. 
A través de este principio, las empresas extractivas deben cumplir con toda norma o 
herramienta brindada, para mantener el control de sus actividades, con efectos 
secundarios en el ambiente, de ese modo deben cumplir con herramientas preventivas 
antes descritos como las EIA, ECA, LMP, adaptándolas a sus nuevas formas de 
producción y de manejo de los recursos naturales.  
 
c) Principio de responsabilidad social. 
Este principio a desarrollado otras teorías como el de las Constituciones ecológicas, 
es decir que todas la spolíticas de Estado, educación, salud, trabajo, y especialmente 
las políticas relacionadas a la economía del país, deben tener un balance, o también 
llamada una responsabilidad social de mercado, aunada a una responsabilidad 
ambiental obligatoria.  
 
1.3.2.6. Políticas.   
 
Demonte y Glave (2016), nos explica que el Perú ha avanzado significativamente 
gracias a la inversión externa directa, especialmente en el sector extractivo, gracias a 
 62 
 
la abundancia de nuestros recursos naturales; sinembargo la economía está 
constantemente en cambios y nada nos asegura que el crecimiento del país gracias a 
las inversiones extranjeras sea siempre así. 
Al entender que la actividad extractiva, siempre va a ocasionar cambios en la 
naturaleza, de la cual nos sustentamos, deberemos asumir dentro la política nacional, 
formas más eficientes de conservarlas; el extractivismo demanda de recursos como 
el agua y la tierra, así como el uso de grandes máquinas, porque es importante 
asegurar que estas actividades producto de sus maneras y formas de extracción y 
producción, deban tener límites y soportes sostenibles. 
Asimismo, las políticas extractivas, deben inter relacionar a la empresa, el Estado y 
las comunidades, donde contantemente hemos podido notar, existen conflictos 
sociales, desencadenados en su mayoría por términos políticos y otros por 
consecuencias reales de contaminación y graves afectaciones a la salud de las 
personas, de la zona o zonas aledañas a la actividad.  
Parte de un manejo adecuado de las políticas extractivas, encontramos las 
relacionadas con el territorio y su ordenamiento, así como zonas de amortiguamiento, 
en ese sentido, Demonte y Glave (2016) nos explica que (…) en el país se han venido 
promoviendo instrumentos técnicos públicos para contribuir a la gestión del 
territorio, como son el plan de ordenamiento territorial (POT) y la zonificación 
ecológica económica (ZEE), además de los planes de desarrollo concertado (PDC) 
en diferentes escalas territoriales.  
Sin embargo, en la práctica, así como muchas otras normas y mecanismo 
ambientales, son solo simbólicos, y el país sigue procurando el crecimiento 
económico, pero no desarrolla en concreto normas ni políticas, dejando de lado los 
lineamientos de un país con un crecimiento sostenible. Asimismo, el autor menciona 
que “los cambios de los usos del suelo y en dinámicas económicas que modifican la 
configuración espacial de los territorios”, se vienen aplicando sin instrumentos 
económicos que beneficien más al país, pero si exterminan lentamente nuestros 
recursos y cambian nuestros ecosistemas. 
Según Ross et al (2011), indican que “Referente a la cadena de valor de las industrias 
extractivas expresan que el carácter limitado y no renovable de los recursos 
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petroleros, gasíferos y minerales es la principal premisa de una política sectorial de 
las Industrias Extractivas.”, ante ello cabe resaltar que los recursos naturales materia 
de extracción, si bien son abundantes en el Perú, sin embargo no son renovables, por 
lo tanto es necesario una política extractiva protectora de los recursos para las 
generaciones futuras de nuestro territorio.  
Po lo tanto las políticas extractivas moderna, deberán asumir obligatoriamente 
medidas normativas y políticas que la necesidad sostenible demande, tal es el caso 
de los impuestos ambientales, planteados en la investigación, porque el sector 
extractivo deberá asumir con responsabilidad sus modos de producción con 
actividades de riesgo al medio ambiente, hacia un cambio y calidad ambiental, que 
asegure un crecimiento económico sostenible. 
 
1.3.3. Teoría del impuesto Pigouviano 
 
Esta teoría fue desarrollada por el economista Arthur Cecil Pigou, motivo de la 
dominación de esta teoría, siguiendo los pasos de profesor Alfred Marshall, logró 
identificar y proponer soluciones a la externalidad negativa, de agentes (empresas o 
inversores), con gran relevancia en la economía de un país, pero la teoría  de Pigou, 
está enfocada no solo en el crecimiento económico o aumento de la riqueza a causa 
de este agente externo, si no  las consecuencias negativas que traía consigo dicha 
actividad. 
Porque lo que, Pigou, propuso impuestos a esos agentes negativos, con la finalidad 
de debilitar sus efectos negativos o dañinos, según, Yáñez (s/f), “las externalidades 
se dividen en economía en dos grupos, en atención a si ellas producen o no el fracaso 
del mercado como un instrumento asignado de los recursos: externalidades 
pecuniarias y externalidades tecnológicas.” De este modo tenemos las siguientes 
externalidades: 
a) Externalidad pecuniaria; englobando a todos los sectores económicos del 
mercado, como cultivo, cría, caza, agricultura, extracción, explotación, 
elaboración, fabricación, tipos de industrias, y todas aquellas contempladas en 
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los Códigos de Sectores Económicos – CIIU, de la Superintendencia de Banca, 
Seguros y AFP del Perú, la principal característica de esta externalidad es que 
todos sector se maneja bajo un sistemas de valores o precios en el mercado 
nacional e internacional, y que dicha ganancia tiene un efecto negativo en la 
economía donde se desarrolla. 
 
b)  Externalidad tecnológica, dicha externalidad ha tomado fuerza desde el 
fenómeno de la globalización, en los procesos de producción ahora tienen acceso 
nuevas tecnologías industriales, las mismas que son desarrolladas por los países 
potencia, aumentando los niveles de producción sobre aquellos que no posean tal 
acceso, con efectos negativos en el crecimiento interno de la industria nacional. 
Su aplicación dentro del Sistema de Gestión y Política Ambiental, dentro de las 
empresas privadas y estatales, es como un mecanismo, según Gómez (2000), la 
agencia tributaria o la entidad debe tener en cuenta lo siguiente: 
a) Las emisiones deseables de la empresa, en relación a las establecidas es los 
Estándares de Calidad Ambiental, según el tipo de empresa o sector económico. 
b) Una función de impuesto directo, es decir la cantidad dineraria que debe pegar la 
empresa por el nivel de emisiones que va a generar el año siguiente que, dentro 
de nuestra normativa ambiental, sería el pago adelantado, sobre el daño 
permitido. 
c) Que la entidad tributaria someta a una empresa a una auditoría ambiental, de 
manera anual, para evaluar las emisiones reales y las declaradas. 
d) En caso que la auditoría ambiental sobre pase los estándares de calidad y las 
emisiones declaradas, será motivo de multa o sanción, que no cubre el pago 
anterior, pues el primer pago solo recae sobre las emisiones permitidas.  
 
1.3.4. Teoría económica 
 
La teoría económica para la aplicación de los tributos, tiene dos enfoques, el primer 
enfoque es la economía Estatal en sus dos fases de ganancia, positiva y negativa, 
positiva es que los recursos naturales son bien aprovechados para el crecimiento 
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económico del país a través de la inversión externa para sustraer la materia prima, la 
segunda fase es la negativa, generada por la contaminación, esta segunda fase será 
interpretada conjuntamente con el principio de “internalización de costos”, la Ley 
General del Ambiente 28611 (…). establece: 
Artículo VIII.- Del principio de internalización de costos Toda persona 
natural o jurídica, pública o privada, debe asumir el costo de los riesgos o 
daños que genere sobre el ambiente. El costo de las acciones de prevención, 
vigilancia, restauración, rehabilitación, reparación y la eventual 
compensación, relacionadas con la protección del ambiente y de sus 
componentes de los impactos negativos de las actividades humanas debe ser 
asumido por los causantes de dichos impactos. 
De igual manera, se introduce a la economía Estatal, como un “instrumento 
económico”, asimismo resaltamos el numeral 36.3, del Artículo 36.- De los 
instrumentos económicos, en la cual establece lo siguiente: “36.3 El diseño de los 
instrumentos económicos propician el logro de niveles de desempeño ambiental más 
exigentes que los establecidos en las normas ambientales.” 
Por lo tanto, estamos ante una herramienta aún sin desarrollar en el país, de alto nivel 
de eficiencia, para mejorar el presupuesto al Sistema de Gestión Ambiental, y 
mejorar la inversión regional y local, en esta materia, midiendo la actividad 
empresarial con riesgo de contaminación de cada región y acorde a la capacidad 
económica. 
Asimismo, según Olivia, Rivadeneira, & et all (2011), explica que los impuestos 
verdes, ecológicos o ambientales, podrían ser una alternativa viable, en un estudio 
hecho en Ecuador, manifiesta que “(…) los mercados permiten llevar a cabo el 
tradicional análisis costo-beneficio –entre otras metodologías de evaluación– y 
evitar, así, varios de los problemas de contaminación y de explotación excesiva del 
medio ambiente.”; el mercado donde circula la economía de los Estados, también 
está apto para medir los costos beneficios y desarrollar herramientas que combatan 
los efectos negativos de los diversos tipos de producción. 
El segundo enfoque es el empresarial, al mejorar su producción a favor del medio 
ambiente, revierte los gastos administrativos de multas, infracciones he impuestos, 
 66 
 
así como la calidad de su producción ante el mercado internacional mejoría, es decir 
estamos ante el “debe ser” de una economía social de marcado, en la que el Estado 
desarrolla un sistema de responsabilidad social y ambiental.  
Ambos enfoques se sostienen en el “desarrollo sostenible” del país, valorando los 
recursos naturales para las generaciones futuras, y una economía sostenible desde sus 
ingresos, el presupuesto nacional y los recursos extrafiscales del desarrollo del 
Derecho Tributario Ambiental. 
 
1.3.5. Teoría extrafiscal 
 
Se aprecia que existen tipos de tributos ambientales, clasificados en la rama formal 
del Derecho Tributario, como impuestos, tasas y contribuciones, pero según la 
doctrina nacional e internacional, existen además dos formas de interpretar a los 
tributos ambientales, estos pueden ser fiscales y extrafiscales; “la  “finalidad fiscal” 
que es la tradicionalmente conocida por ser la obligación de contribuir al 
sostenimiento de los gastos públicos y la otra es la finalidad de ordenamiento 
“extrafiscal”, los cuales son gravámenes específicos que afectan a fines peculiares 
como son los costes de conservación del medio ambiente”.  
Constitucionalmente, ni en normas particulares, permiten crear impuestos 
extrafiscales, los mismo que la presente investigación, pretende desarrollar; es 
necesario explicar que la actividad extractiva, así como en diversos sectores 
económicos, manifiestan una creciente manifestación de riqueza, cabe recordar que 
somos un país que vive de sus recursos naturales y de la materia prima, es decir existe 
una compatibilidad con la capacidad económica de las empresas o personas jurídicas. 
La finalidad extrafiscal, en el fondo no deja de estar enlazado con la fiscalidad, pues 
si bien no ingresa al presupuesto público, este ingreso sirva para cubrir una necesidad 
pública medio ambiental o bien llamado “a vivir en un estado sano y equilibra”, 
permitiendo desarrollar un impuesto ecológico; la extrafiscalidad permite que este 
tipo de impuesto ingrese a política económica del país, sobre una función específica 
y directa, el medio ambiente, como derecho colectivo, en todo el territorio peruano. 
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En Alemania existen dos impuestos que salvaguardan la contaminación ambiental 
del país, el primero de ellos, se denomina “Energiesteuer”, que es un impuesto sobre 
los vehículos motores, la misma que grava el uso de vehículos en vías públicas, sin 
importar el año del automóvil, es decir, el simple uso que genera emisiones al medio 
ambiente, que si bien no impone la emisión, pero si el uso de un material motor 
imprescindible para las personas y de inevitable riesgo de contaminación, por ello, 
es que países como Alemania, vienen desarrollado automóviles eléctricos o con 
combustibles bajos en emisiones de CO2 y otras sustancias que generen la menor 
contaminación posible, de igual modo dentro de estos impuestos, se consideras la 
contaminación acústica que genera el uso los autos. 
En segundo lugar, tenemos el impuesto denominado “Stromsteuer”, que es un 
impuesto sobre la electricidad, la cual grava el uso de la energía eléctrica a los 
consumidores finales, asimismo según Building a Better Wokind World, una de las 
importantes empresas de servicios profesionales en auditorías, contabilidad, 
impuestos, asesoría legal y otros, del mundo, nos explica que sobre este tipo de 
impuestos, se generan deducciones, exenciones y reducciones, siempre y cuando las 
persona generen su propia energía, a lo denomina “(…) autogeneración de 
electricidad y a la generación de electricidad a partir de fuentes de energía 
renovables.” 
De igual  modo, existen otro tipo de impuestos, como es por el uso de aguas 
superficiales y subterráneas, con un manejo de deducciones, siempre y cuando se 
reduzca el consumo de estas aguas, o si se disminuyen las aguas servidas que avocan 
a estas aguas.  
De igual modo han desarrollado impuestos relativos los envases y sus residuos dentro 
de su territorio, es importante precisar que los impuestos en Alemania, no son iguales 
para todas las regiones, pues cada estado de Alemania, posee una directiva normativa 
general, pero es administrada, gestionada y recabada por cada Estado según sus 
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Según Building a Better Wokind World, que posee un análisis completo sobre los 
Países la Unión Europea, explica el estado actual de los impuestos medioambientes 
en Bélgica, puesto que posee impuestos a nivel federal y regional, en la cual 
diferencias claramente en el desarrollo de impuesto ambientales y un canon, 
asimismo cumplen con el objetivo Pigouviano o de doble dividendo en caso de 
impuestos a los envases, al considerar lo siguiente: 
La finalidad de los Ecoimpuestos sobre productos es concienciar a los 
consumidores y productores de realizar un uso más consciente de los recursos 
y de la energía. En el caso de que se pongan en marcha sistemas organizados 
de recogida y de que se reciclen los productos de manera efectiva se produce 
la concesión de exenciones. 
 
Cabe precisar que, a nivel regional, los impuestos en la región Flandes de Bélgica se 
clasifican en, impuestos sobre la contaminación del agua, sobre la extracción de agua 
de superficie, subterráneas, así como impuesto sobre los residuos, y finalmente existe 
un impuesto sobre las licencias medioambientales, esta última es un impuesto sobre 
las actividades contaminantes inevitables, por lo cual toda persona o empresa que 
posea esta licencia debe pagar impuestos ambientales. 
Asimismo, en la región de Valona, existe un impuesto sobre el vertimiento de aguas 
hervidas, o conocidas como aguas de hogar o industrial, la recaudación d este 
impuesto sirve para que Valona pueda procesar o tratar estas aguas y potabilizarlas 
para el uso de la población.  
Otros impuestos desarrollados por otras regiones en Bélgica, son impuestos sobre 
productos peligrosos, sobre vertidos de sustancias contaminantes y finalmente, pero 
de gran importancia son los impuestos sobre los recursos finitos o escasos del país, 
dependiendo del recurso e cada región. 
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1.4.3. Francia  
 
Francia ha mantenido el régimen y compromiso asumido por la Unión Europea, como 
pioneros en Impuestos Ambientales, según Building a Better Wokind World, nos 
explica lo siguiente: 
Francia cuenta con un conjunto de Impuestos cuyo objetivo principal es 
conseguir la mejora del medio ambiente. Con carácter general, el impuesto 
general sobre las actividades contaminantes (el “TGAP”) ha sido durante 
mucho tiempo el único impuesto con finalidad medioambiental en Francia. 
Asimismo, ha desarrollado impuestos como, impuestos sobre productos 
contaminantes, impuestos sobre emisiones, impuesto sobre las instalaciones, 
impuestos sobre hidrocarburos y transporte, entre otros. 
 
Cabe destacar, que han desarrollado un sistema de incentivos fiscales a favor del 
medio ambiente, por lo que el centro de investigación Building destaca lo siguiente: 
(…) otra característica de la fiscalidad medioambiental francesa es que las 
medidas para incentivar son variadas, en concreto: deducciones, 
amortizaciones, exenciones o reducciones del impuesto o de la tarifa. Estas 
medidas recaen especialmente sobre el sector de la energía y transportes y 
sobre la vivienda y construcción. Destaca la exención. 
 
Todos los países de la Unión Europea, cuentan con un régimen estricto de impuesto 
ecológicos o ambientales, de los tres países antes descritos, podemos destacar la 
capacidad que han desarrolla en la cuantificación del impuesto, así como esclarecer 
cada hecho generador del impuesto, motivado su presupuesto e invertir en proyectos 
medio ambientales a favor de los ecosistemas y de la población; asimismo, procurar 
incentivar la conducta de los agentes por el uso de los recursos naturales.  
1.4.4. Brasil 
 
En Brasil existen instrumentos de mercado, y no son llamados herramientas 
económicas, sin embargo sirven como balance entre la empresa y la sostenibilidad 
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del medio ambiente, es así que este los instrumentos de mercado de Brasil sirven para 
la conservación de los recurso naturales de Brasil, según Pagiola et all (2013) define 
a los impuestos ecológicos de Brasil del siguiente modo: 
Impuestos Ecológico. Varios estados, comenzando por Paraná en 1991, han 
incorporado el área bajo conservación en sus fórmulas para la distribución a 
las autoridades municipales de los ingresos del impuesto sobre el valor 
agregado (ICMS en portugués), en parte para compensar los ingresos no 
percibidos de estas zonas y en parte para fomentar una mayor conservación. 
En los Estados que han adoptado el ICMS Ecológico se ha observado un 
aumento significativo en el número y tamaño de las áreas protegidas (May y 
otros, 2002). 
 
Asimismo, existen una amplia gama de incentivos, como por ejemplo aquellas 
personas naturales o jurídicas que, voluntariamente sectorizan su terreno o disponen 
un área del mismo para conservar el medio ambiente o ecosistema que él se 
desarrolla, son exentos del pago de los impuestos a la tierra.  
Sin embargo a diferencia de la Unión Europea, Barsil, así como otros países de 
américa latina, no han logrado un alto grado de eficacia de sus impuestos, o son muy 
escasos, al no poder cuantificar hechos generadores, por la complejidad del mismo, 
es así que Brasil a pesar de las limitaciones estructurales, ha desarrollado herramienta 
de conservación como son los impuestos ecológicos. 
1.4.5. Chile 
 
El 21 de julio de 2016, Chile aprueba el reglamento que fija las obligaciones y 
procedimientos relativos a la identificación de los contribuyentes afectos, y que 
establece los procedimientos administrativos necesarios para la aplicación del 
impuesto que grava las emisiones al aire de material particulado, óxidos de nitrógeno, 
dióxido de azufre y dióxido de carbono conforme lo dispuesto en el artículo 8° de la 
ley n° 20.780, ley que fue publicada el 29 de setiembre del 2014, denominada 
reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta, he introduce 
diversos términos y acciones en favor del medio ambiente, dicho artículo establece 
lo siguiente, “Art. 8 Impuesto dirigido a fuentes fijas con calderas y turbinas. 
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Fuentes que sumen 50mw de poder térmico o más. Impuesto a contaminantes locales 
(Nox, SO2, y MP) y globales CO2.”, asimismo el artículo 3, establece “Impuesto a 
la primera venta de automóviles en base a su emisión de NOx y rendimiento.” 
 
El modelo Chileno, posee una gran diferencia, ay que pretende agrupar diferentes 
hechos generadores en una sola normativa, como son los impuestos sobre fuentes 
fijas, dicho  impuesto ha tenido influencia de países como México, Colombia, 
Sudáfrica, British y Columbia, la concentración de este impuesto se basa en controlar 
las emisiones contaminantes de las industrias, Según Pizarro (2016). La recaudación 












Figura 1. Ministerio del Ambiente, Chile, presenta un cuadro de 
estimaciones por recaudación en Junio del 2016, expectativas al 
inicio de la implementación de su reglamento para los años 
posteriores.  
 
1.5. Formulación del problema 
 
El problema inicia al plantearnos la siguiente interrogante ¿Cómo regular la 




1.6. Justificación e importancia del estudio  
 
Es importante hacer concreto la protección del Derecho Ambiental, y que las normas 
no solo sean simbólicas si no aplicables, en el presente caso se desarrollará una 
herramienta económica, determinada por los Impuestos Ecológicos, con la finalidad 
de incrementar el presupuesto en los Sistemas de Gestión Ambiental de las Regiones, 
por lo que analizaremos el contexto local del departamento de Lambayeque. 
En necesario que el presente trabajo sea elevado como proyecto de Ley, pues solo 
una Ley determinará su aplicación a nivel nacional; se tendrá en cuenta los Informes 
de presupuesto anual al medio ambiente a nivel nacional, regional y local, consultar 
en el Ministerio de Economía y Finanzas, determinando la escasa inversión en 
materia ambiental. 
Es importante generar una balanza entre los niveles permisibles de contaminación y 
la declaración de los mismos de forma monetaria, para mejorar la industria y la 
producción a favor de un desarrollo sostenible, protegiendo el ambiente de las 
generaciones futuras y la economía del país.   
  
1.7. Hipótesis  
 
La implantación de impuestos ecológicos regularía la contaminación extractiva 




1.8.1. Objetivo General 
 
Proponer impuestos ecológicos para regular la contaminación extractiva empresarial 




1.8.2. Objetivos específicos. -  
 
a) Diagnosticar el estado actual de la contaminación extractiva empresarial en el 
Sistema de Gestión Ambiental Regional. 
b) Identificar los factores influyentes en la contaminación extractiva empresarial en el 
Sistema de Gestión Ambiental Regional. 
c) Diseñar impuestos ecológicos para regular el Sistema de Gestión Ambiental 
Regional. 
d) Estimar los resultados que generará la implantación impuestos ecológicos en la 












II. MATERIAL Y MÉTODO 
 
2.1. Tipo de estudio y diseño de la investigación  
 
2.1.1. Tipo de estudio 
 
La presente investigación, se realizará desde la utilidad o la finalidad del 
conocimiento, definiéndose como una investigación aplicada, puesto que se diseñará 
para producir cambios en Sistema Tributario nacional y así transformar la 
Contaminación, en un recurso fiscal. De igual modo, desarrollaremos un carácter 
investigador bajo la técnica cualitativa, analizando el escenario legal y social en el 
que se pretenden desarrollar estos tipos de impuestos.  
 
2.1.2. Diseño de la Investigación 
 
La presente investigación, se desarrollará en la forma no experimental, observando 
la realidad internacional, nacional y local, sin variar o alterar las variables, sino 
observando el fenómeno creciente de los Impuestos Ambientales en nuestro sistema 
jurídico, en su clasificación transversal, describiendo la problemática, analizando y 
brindando una solución con la herramienta documental-bibliográfica.  
 
2.2. Población y muestra 
 
El lugar donde se desarrolló la presente investigación, es en el Departamento de 
Lambayeque, en el sector estatal y empresarial, por ser una localidad que no afecta 
las variables, sino un espacio de construcción social. Las variables que se desarrollan 
es este escenario presentan la siguiente definición conceptual: 
 




Los sujetos o personas que participaron en la investigación fue analizada desde el 
estudio probabilístico, teniendo en cuenta el conocimiento de los sujetos en relación 
al tema de investigación en tres dimensiones: 
 
 
Tabla N° 01 
Distribución de la población 
Población Cantidad % 
Gerencia de Recursos Naturales y Medio Ambiente 3 1 % 
SUNAT- Lambayeque (Área de auditoría) 100 22% 
Procurador del Ministerio del Ambiente 15 3% 
Abogados especialistas en Derecho Tributario 165 37% 
Abogados que conocen el Derecho Ambiental 165 37% 
Total 448 100% 




La muestra se ha determinado desde un muestreo simple, sobre una población 
conocida, con la finalidad de conocer la proporción de la misma, utilizando la 
siguiente fórmula: 
 
n = tamaño necesario de la muestra 
Z = margen de confiabilidad     1.96 
P = probabilidad de que el evento ocurra  0.15 
Q = probabilidad de que el evento no ocurra  0.85 
E o d = error de estimación     0.07 
N = tamaño de la población     448 




Tabla N° 02 
Distribución de la muestra 
Muestra Cantidad % 
Gerencia de Recursos Naturales y Medio Ambiente 1 1 % 
SUNAT- Lambayeque (Área de auditoría) 20 22% 
Procurador del Ministerio del Ambiente 1 3% 
Abogados especialistas en Derecho Tributario 30 37% 
Abogados que conocen el Derecho Ambiental 30 37% 
Total 82 100% 
Fuente: La Autora 
 
 




V1: Impuesto ecológico. -  Según Pitrone (2014), es una herramienta tributaria 
"con efectos en el medio ambiente que puedan inducir cambios de conducta y 
disuadir de comportamientos dañinos al medio ambiente"  
 
Dependiente:  
V2: Las actividades contaminantes de las empresas extractivas. - Es la 
explotación de recursos naturales, ya sean renovables o no renovables, cuya 
actividad puede inutilizar una zona para la producción agrícola y los 
asentamientos humanos, vulnerando derechos fundamentales y ambientales. 
 

































- Estudios de EIA, 
estándares de calidad 
ambiental, límites 
máximos permisibles. 







2.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos.  
 
El método es cualitativa cuantitativo, según Hernández, Méndez y Mendoza (2014), se hace 
uso de la encuesta para estimar apreciaciones, en ese sentido estamos ante una 
investigación con método mixto, para lograr resultados confiables sobre la apreciación 
de la problemática.  
 
Las principales técnicas que utilizaremos en la investigación son: 
 
a) Análisis documental: Castillo (2005) dice que “el análisis documental es una 
operación intelectual que da lugar a un subproducto o documento secundario que 
actúa como intermediario o instrumento de búsqueda obligado entre el 
documento original y el usuario que solicita información. 
 
b) La Entrevista: Según Folgueiras (s/f) manifiesta que, la entrevista es una técnica 
de recogida de información que además de ser una de las estrategias utilizadas 
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en procesos de investigación, tiene ya un valor en sí misma (...), El principal 
objetivo de una entrevista es obtener información de forma oral y personalizada 
sobre acontecimientos, experiencias, opiniones de personas. 
 
c) Registro: Permitirá anotar los datos generales de los textos consultados. Lo 
usaremos para consignar las referencias bibliográficas, electrónicas. 
 
d) Encuesta: Servirá como una técnica para recabar datos de una cantidad de 
sujetos, este será recogido de una población muestra, se realizan preguntas con 
respuestas cerradas y/o abiertas, sobre el tema de investigación, buscando que 
los datos contribuyan con tu hipótesis.  
 
 
2.6. Procedimientos de análisis de datos 
 
Los datos obtenidos mediante la aplicación de las técnicas e instrumentos de 
recolección de datos, aplicados a los informantes o fuentes ya indicados; serán 
analizados e incorporados al trabajo de investigación como información relevante 
que permitirá contrastar nuestra hipótesis con la realidad. Los datos recogidos serán 
sometidos a precisiones porcentuales para ser presentados como averiguaciones en 
forma de cuadros, figuras, etc, así como resaltar las opiniones de los profesionales 
entrevistados.  
 
El procesamiento de la información se dará de la siguiente manera: Codificación de 
información, tabulación de la información, reencuentro de información, clasificación 
de información y ordenamiento de la información, con el uso de programa de Excel. 
 
Considerando que la investigación es de tipo mixta, porque se pretende a analizar la 
problemática de la contaminación generada por empresas extractivas en el 
departamento de Lambayeque y la propuesta de Impuestos Ecológicos Regionales, 
que, a través de las técnicas e instrumentos de investigación, podamos cumplir con 




Por lo tanto, mediante las entrevistas, obtendremos las posturas de los funcionarios 
de la Gerencia de Recursos naturales y Medio Ambiente, como autoridad regional 
ambiental, lo que nos permitirá conocer su opinión acerca de la propuesta de los 
Impuestos Ecológicos. De igual modo se escogerá la opinión de funcionarios de la 
SUNAT, que nos permitan aclarar ideas de viabilidad de la investigación.  
 
Por otro lado, con la finalidad de cumplir con los objetivos específicos, mediante un 
análisis documental, analizaremos estudios previos que nos permita diagnosticar el 
estado actual de las actividades contaminantes de las empresas extractivas en el 
Departamento de Lambayeque, determinado los alcances en el sueño, agua y aire, 
según el rubro empresarial. 
 
Asimismo, mediante un análisis documental sobre la producción actual de materias 
primas en la agricultura, pesca, minería, manufactura, entre otros, identificamos los 
factores influyentes en las actividades contaminantes de las empresas extractivas en 
el Departamento de Lambayeque. 
 
Mediante el estudio documental, analizamos la acción contaminante como hecho 
imponible, y trasladarla a la base imponible al diseñar impuestos ecológicos 
regionales, permitiéndonos obtener resultados económicos al estimar los ingresos 
que obtendría el Departamento de Lambayeque, en el supuesto de la implantación de 
impuestos ecológicos regionales en las actividades contaminantes de las empresas 
extractivas. 
 
2.7. Criterios éticos  
 
Según, Noreña, Alcaraz, & et all (2012), establece la “Aplicabilidad de Criterios de 
Rigor y Ético en la investigación cualitativa”, conceptualizando lo siguiente: 
a) El consentimiento informado. - El uso del consentimiento informado responde a 
una ética kantiana donde los seres humanos deben ser tratados como un fin en sí 
mismos y nunca como un medio para conseguir algo. 
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b) Confidencialidad. - Los códigos de ética hacen énfasis en la seguridad y 
protección de la identidad de las personas que participan como informantes de la 
investigación. La confidencialidad se refiere tanto al anonimato en la identidad de 
las personas participantes en el estudio, como a la privacidad de la información 
que es revelada por los mismos, por tanto, para mantenerla se asigna un número o 
un pseudónimo a los entrevistados.  
c) Manejo de riesgos. - Dos aspectos se deben considerar para minimizar los riesgos 
a los participantes en la investigación. El primero se refiere a que el investigador 
deberá cumplir con cada una de las responsabilidades y obligaciones adquiridas 
con los informantes; el segundo está relacionado con el manejo posterior de los 
datos proporcionados. 
 
2.8. Criterios de Rigor científico. 
 
En la investigación se tomarán en cuenta los siguientes criterios de rigor científico: 
 
a) Confiabilidad y Credibilidad. - Según Hernández, Fernández &amp; Batista 
(2010) “Se tendrá en cuenta la confirmabilidad y la credibilidad; con el propósito 
de minimizar sesgos y tendencias del investigador, y poder rastrear los datos en 
su fuente empírica”  
b) Validez. - Para Balestrini (2006), una vez que se ha definido y diseñado los 
instrumentos y procedimientos de recolección de datos, atendiendo al tipo de 
estudio de que se trate, antes de aplicarlos de manera definitiva en la muestra 
seleccionada, es conveniente someterlos a prueba, con el propósito de establecer 
la validez de éstos, en relación al problema investigado. 
c) Confiabilidad y fiabilidad. - Para Rusque (2003) “La fiabilidad, confiabilidad, 
de la investigación se logró a través del análisis de la información, lo cual 
permitió internalizar las bases teóricas, el cuerpo de ideas y la realidad (sujetos 







3.1. Recurso de tablas y figuras 
 
Tabla N° 01     
1. ¿Considera que los impuestos ecológicos contribuirían al desarrollo 
de los principios ambientales, preventivos, precautorios y de 
internalización de los costos? 
Descripción Fi % 
NO 7 9 
A 43 52 
TA 32 39 
Total 82 100 
        Fuente: La autora 
 
 
Fig. 01 ¿Considera que los impuestos ecológicos contribuirían al 
desarrollo de los principios ambientales, preventivos y precautorios y de 
internalización de los costos? 
 
Respecto a la pregunta si considera que los impuestos ecológicos contribuirían al 
desarrollo de los principios ambientales, preventivos y precautorios y de 
internalización de los costos, los resultados fueron: un 39% manifiestan estar 



















Tabla N° 02     
2. ¿Considera que el principio de capacidad contributiva, se relaciona 
con este tipo de impuestos? 
Descripción fi % 
NO 7 9 
A 35 43 
TA 40 49 
Total 82 100 
Fuente: La autora 
 
 
Fig. 02. ¿Considera que el principio de capacidad contributiva, se 
relaciona con este tipo de impuestos? 
 
Respecto a la pregunta si considera que el principio de capacidad contributiva, se 
relaciona con este tipo de impuestos, los resultados fueron: un 49% manifiestan estar 

























Tabla N° 04     
4. ¿Considera que las políticas públicas regionales deban exigir mayor 
prevención de la contaminación ambiental? 
Descripción fi % 
A 37 45 
TA 45 55 
Total 82 100 
Fuente: La autora 
 
 
Fig. 04. ¿Considera que las políticas públicas regionales deban exigir 
mayor prevención de la contaminación ambiental? 
 
Respecto a la pregunta si considera que las políticas públicas regionales deban exigir 
mayor prevención de la contaminación ambiental, los resultados fueron: un 55% 






















Tabla N° 05     
5. ¿Considera que el impuesto ecológico, exigiría mayor control de las 
normas ambientales en el departamento de Lambayeque? 
Descripción fi % 
NO 5 6 
A 38 46 
TA 39 48 
Total 82 100 
Fuente: La autora 
 
 
Fig. 05. ¿Considera que el impuesto ecológico, exigiría mayor control de 
las normas ambientales en el departamento de Lambayeque? 
 
Respecto a la pregunta si considera que el impuesto ecológico, exigiría mayor control 
de las normas ambientales en el departamento de Lambayeque, los resultados fueron: 
un 48% manifiestan estar totalmente de acuerdo, un 46% están de acuerdo y un 6% 

























Tabla N° 07     
7. ¿Es imprescindible de una Ley para crear impuestos ecológicos a 
nivel regional? 
Descripción fi % 
A 28 34 
TA 54 66 
Total 82 100 
Fuente: La autora 
 
 
Fig. 07. ¿Es imprescindible de una Ley para crear impuestos ecológicos a 
nivel regional? 
 
Respecto a la pregunta si es imprescindible de una Ley para crear impuestos 
ecológicos a nivel regional, los resultados fueron: un 66% manifiestan estar 






















Tabla N° 14     
14. ¿Considera que se debe favorecer a las empresas con deducciones 
tributarias, por invertir en el control, prevención y corrección de la 
contaminación? 
Descripción fi % 
A 35 43 
TA 47 57 
Total 82 100 
Fuente: La autora 
 
 
Fig. 14. ¿Considera que se debe favorecer a las empresas con deducciones 
tributarias, por invertir en el control, prevención y corrección de la 
contaminación? 
 
Respecto a la pregunta si considera que se debe favorecer a las empresas con 
deducciones tributarias, por invertir en el control, prevención y corrección de la 
contaminación, los resultados fueron: un 57% manifiestan estar totalmente de 




















Tabla N° 15     
15. ¿Considera que la deducción tributaria ambiental debería responder 
al principio de causalidad? 
Descripción fi % 
NO 4 5 
A 55 67 
TA 23 28 
Total 82 100 
Fuente: La autora 
 
 
Fig. 15. ¿Considera que la deducción tributaria ambiental debería 
responder al principio de causalidad? 
 
Respecto a la pregunta si considera que la deducción tributaria ambiental debería 
responder al principio de causalidad, los resultados fueron: un 67% manifiestan estar 

























Tabla N° 18     
18. ¿Es importante que las empresas declaren sus emisiones al medio 
ambiente? 
Descripción fi % 
A 40 49 
TA 42 51 
Total 82 100 
Fuente: La autora 
 
 
Fig. 18. ¿Es importante que las empresas declaren sus emisiones al medio 
ambiente? 
 
Respecto a la pregunta si es importante que las empresas declaren sus emisiones al 
medio ambiente, los resultados fueron: un 51% manifiestan estar totalmente de 
























Tabla N° 25     
25. ¿Este tipo de impuestos, basado en los Límites Máximo 
Permisibles, controlará los patrones de producción empresarial, 
para disminuir emisiones de riesgo? 
Descripción fi % 
NO 8 10 
A 41 50 
TA 33 40 
Total 82 100 




Fig. 25. ¿Este tipo de impuestos, basado en los Límites Máximo 
Permisibles, controlará los patrones de producción empresarial, para 
disminuir emisiones de riesgo? 
 
Respecto a la pregunta si este tipo de impuestos, basado en los Límites Máximo 
Permisibles, controlará los patrones de producción empresarial, para disminuir 
emisiones de riesgo, los resultados fueron: un 50% manifiestan estar totalmente de 























Tabla N° 26   
26. ¿Para una adecuada sostenibilidad económica y ambiental 
debemos limitar y controlar las emisiones al medio ambiente? 
Descripción fi % 
A 36 44 
TA 46 56 
Total 82 100 
Fuente: La autora 
 
Fig. 26. ¿Para una adecuada sostenibilidad económica y ambiental 
debemos limitar y controlar las emisiones al medio ambiente? 
 
Respecto a la pregunta si considera que para una adecuada sostenibilidad económica 
y ambiental debemos limitar y controlar las emisiones al medio ambiente, los 




















Tabla N° 28     
28. ¿Considera que las personas jurídicas deben asumir económicamente 
sus riesgos contaminantes, conforme al principio de internalización de 
costos? 
Descripción Fi % 
A 38 46 
TA 44 54 
Total 82 100 
Fuente: La autora 
 
 
Fig. 28. ¿Considera que las personas jurídicas deben asumir 
económicamente sus riesgos contaminantes, conforme al principio de 
internalización de costos? 
 
Respecto a la pregunta si considera que las personas jurídicas deben asumir 
económicamente sus riesgos contaminantes, conforme al principio de internalización 
de costos, los resultados fueron: un 54% manifiestan estar totalmente de acuerdo y 
















Tabla N° 29     
29. ¿Es perceptible que la Gerencia de Recursos Naturales y Gestión 
Ambiental, vela por la calidad ambiental del departamento y sus 
recursos naturales? 
Descripción fi % 
TD 28 34 
D 49 60 
NO 5 6 
Total 82 100 
Fuente: La autora 
 
 
Fig. 29. ¿Es perceptible que la Gerencia de Recursos Naturales y Gestión 
Ambiental, vela por la calidad ambiental del departamento y sus recursos 
naturales? 
 
Respecto a la pregunta si es perceptible que la Gerencia de Recursos Naturales y 
Gestión Ambiental, vela por la calidad ambiental del departamento y sus recursos 
naturales, los resultados fueron: un 60% manifiestan estar en desacuerdo, un 34% 



















30. ¿Considera que la contaminación extractiva empresarial, debe 
contribuir al cumplimiento del derecho de la población a vivir en un 
ambiente sano y equilibrado? 
Descripción fi % 
A 26 32 
TA 56 68 
Total 82 100 
Fuente: La autora 
 
 
Fig. 30. ¿Considera que la contaminación extractiva empresarial, debe 
contribuir al cumplimiento del derecho de la población a vivir en un 
ambiente sano y equilibrado? 
 
Respecto a la pregunta si considera que la contaminación extractiva empresarial, 
debe contribuir al cumplimiento del derecho de la población a vivir en un ambiente 
sano y equilibrado, los resultados fueron: un 68% manifiestan estar totalmente de 
acuerdo y un 32% están de acuerdo. 
 
3.2. Discusión de resultados 
 
De igual modo, es importante controlar los efectos ambientales del creciente 
desarrollo económico de la industria extractiva, para asegurar el uso sostenible de los 
recursos naturales y las formas de producción, de esto modo, coincidimos con lo 















ambientales en el Mercado Único (especial consideración sobre el caso en España)” 
en la que señala, que la degradación medioambiental, es un problema de carácter 
económico. 
Por ello, el resultado de la investigación planteada a los profesionales del derecho 
manifiestan  entre el 54% y 46%, están totalmente y de acuerdo con señalar que las 
políticas públicas regionales deben exigir mayor prevención de la contaminación 
ambiental; ante ello, el citado autor considera que ante los tributos ambientales, es 
primordial establecer acciones dirigidas a reformar dicha tributación en el sentido de 
que esta se dirija y oriente hacia una mayor fidelización de los posibles costes y 
beneficios ambientales; sin lugar a duda las políticas públicas regionales, 
relacionadas con la gestión ambiental, deberían tener mayor protagonismo en el 
cuidado de su territorio, es así que un gran paso es permitirles el desarrollo de 
mecanismo económicos tributarios, para prevenir la contaminación ambiental, 
invirtiendo el proyectos de recuperación en beneficio del medio ambiente. 
De ese modo, se cumple con lo señalado por Niño (2017) en su artículo de 
investigación, denominada “Tributación Ambiental en Colombia”, cuando refiere 
que los recursos recaudados, sirven para prevenir, recuperar o mitigar los impactos 
negativos, a consecuencia del uso de los recursos naturales. 
De igual modo, el principal resultado de la investigación, nos permite abordar en gran 
medida, que los impuestos ecológicos contribuirían al desarrollo de los principios 
ambientales, preventivos y precautorios y de internalización de los costos, por lo que 
un 40% manifiestan estar totalmente de acuerdo, un 52% están de acuerdo; sin 
embargo un 9% no están de acuerdo ni en desacuerdo, pues la expectativa de esta 
ciencia, es nueva en el país, por lo que se nos presenta muchas interrogantes al 
plantearnos si los impuestos ecológicos serían una herramienta clave en el 
cumplimiento de los principios ambientales, sin embargo esperamos que lo planteado 
tenga mayor acercamiento a lo señalado por Borrero (citado en Foy, 2007), en su 
investigación denominada “A propósito de los tributos ambientales: una 
aproximación ambiental a los tributos”, refiere a este tipo de impuesto, como una 
fórmula jurídica que materializa el derecho ambiental.  
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Respecto a lo indicado por Salassa (2016), en su informe investigación “La 
Tributación Ambiental como Respuesta a los Desafíos Ecológicos de los Municipios 
Argentino: Principales Dificultades” manifiesta que la capacidad contributiva, no 
siempre es identificada con claridad en una actividad productiva contaminante; sin 
embargo discrepamos con la conclusión adoptada por el autor, toda vez que la 
capacidad contributiva ambiental es primordial para el cobro de impuestos 
ecológicos, siendo esta un límite material del sistema tributario en general, la misma 
que asegurará la legitimidad e igualdad de este nuevo sistema, por ello es necesario 
aseverada su claridad, directo o indirecta.  
La capacidad contributiva posee una estrecha relación, con la actividad extractiva 
empresarial, pues la manifestación de riqueza de este sector se sustenta con el    uso 
de los recursos naturales y que el Estado haya logrado imponer ciertos límites, reglas 
o parámetros para el uso sostenible de los mismos.  Por ello, la investigación ha 
tenido un gran acercamiento al estimar que un 48% manifiestan estar totalmente de 
acuerdo, un 43% están de acuerdo en que el principio de capacidad contributiva, se 
relaciona con este tipo de impuestos; y un 9% no están de acuerdo ni en desacuerdo, 
al cuestionar se estamos ante un impuesto que necesita de un sistema propio, en el 
cual deberá asumirse al término “capacidad contaminante” de una actividad 
empresarial, en vez de “capacidad contributiva”, siendo que esta última es una 
manifestación indirecta de este tipo de tributos. 
Ante los resultado positivo, sobre si el impuesto ecológico, exigiría mayor control de 
las normas ambientales en el departamento de Lambayeque, se encuentra en un 48% 
y 46% de aceptación, dicho resultado es acorde a los términos he investigaciones de 
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ODCE), que 
considera que son imposiciones, destinadas exclusivamente a mejorar los 
ecosistemas, por lo que deben ser destinados a sectores que se encarguen de ello; 
entiéndase que ello demanda de un trabajo incesante del sistema de gestión ambiental 
en general y no solo fiscal, que si bien, en la actualidad el sistema peruano no ha 
logrado engranar la legislación ambiental a pesar de su abundancia en normas y 
reglas, que regulen la actividad empresarial y el  medio ambiente, es necesario que a 
través de herramientas económicas podamos revolucionar la protección regional del 
medio ambiente e incentivar nuevas prácticas empresariales. En esa línea de ideas, la 
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propuesta, producto de la recaudación de impuestos ecológicos, deberá generar 
mayor control de las normas ambientales y estándares de calidad, pero además su 
proporcionalidad recaerá en determinar la actividad de los mercados locales, toda vez 
que la actividad extractiva, se genera solo en determinadas regiones y con diferentes 
niveles de producción, por lo tanto, generan diferentes niveles de emisión, y distintos 
ejercicios de control.  
De igual manera, era necesario medir la comprensión actual, ante la supuesta 
creación de impuestos ecológicos a nivel regional, toda vez que la constitución 
peruana de 1993, establece que “los gobiernos locales solo puedes crear, modificar 
y suprimir contribuciones y tasas, o exonerar de estas (…)”. Al plantear la necesidad 
de una ley para crear impuestos ecológicos a nivel regional, el resultado fue que de 
la población un 65% están totalmente de acuerdo y un 35% están solo de acuerdo, 
ello se explica al considerar que es un impuesto, puede ser creado por Ley o Decreto 
Legislativo y que a su vez faculte la regulación del impuesto a nivel regional, con el 
control irrestricto de la fiscalidad del Ministerio del Ambiente; otros están solo de 
acuerdo con la propuesta, al considerar que demanda de mayor análisis; ante ello, 
podemos decir que los impuestos ecológicos, se relaciona con los estudios de Michay 
(2014) en su tesis de investigación, denominada “Impuestos verdes como alternativa 
fiscal o de protección a la contaminación en el Ecuador.”, al explicar cómo en 
Ecuador la descentralización de los tributos en general y en los relacionados en 
materia ambiental, le han otorgado mayor protagonismo al otorgarles mayor 
“(…)competencia a los gobiernos locales para implementar sus respectivas 
políticas en bienestar de la protección al ambiente.”. De igual modo, se relaciona 
con lo señalado por Armas (2016) en su tesis denominada “Tratamiento de los 
Tributos Ambientales en el Sistema Jurídico Latinoamericano y Peruano y el Respeto 
de los principios Preventivos Y Precautorios”, sobre “las normas de los tributos 
ambientales se encuentran muy distante debido a los problemas estructurales 
sobre coordinación económica y ambiental de los códigos jurídicos del país, por lo 
que es importante determinar el nacimiento jurídico de este tipo de impuestos, 
siempre con el respeto irrestricto de las normas constitucionales. 
Respecto a la pregunta si considera que se debe favorecer a las empresas con 
deducciones tributarias, por invertir en el control, prevención y corrección de la 
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contaminación, los resultados fueron un 57% manifiestan estar totalmente de acuerdo 
y un 43% están de acuerdo, ello se relaciona con lo expuesto por Navarro, citado por 
Paredes (2017) en su tesis titulada “Reforma Fiscal Verde: ¿Estricta Tributación 
Ambiental o Incentivos Tributarios de Promoción Efectiva en la Adopción de 
Medidas de Protección del Medio Ambiente?”, al manifestar que a nivel 
internacional y nacional los beneficios tributarios debidamente estructurados, 
generan cambios en la conducta de los ciudadanos.  
Respecto a la pregunta si considera que la deducción tributaria ambiental debería 
responder al principio de causalidad, los resultados fueron: un 68% manifiestan estar 
de acuerdo, un 27% están totalmente de acuerdo y un 5% no están de acuerdo ni en 
desacuerdo; debido a la los términos modernos de este tipo de tributos, debemos 
comprender que las deducciones tributarias se realizaran al buen comportamiento de 
las empresas o también llamada el desarrollo de la Responsabilidad Empresarial, en 
relación al medio ambiente, dicha conducta debe responder al principio de causalidad 
para mantener la fuente, y que no se afecte a la economía de la empresa; lo 
manifestado se relaciona con lo concluido por Chanduví (2013) en su investigación 
de maestría, denominado “El Principio de Causalidad en los Gastos por Prácticas 
de Responsabilidad Social Empresarial en el Perú.”, al considerar que de no realizar 
gastos relacionados con la protección del ambiente, se pone en peligro de la empresa 
y con ellos el crecimiento sostenible del país, es decir este principio debe cuidar la 
fuente de ingreso y con ellos el recurso natura. 
Respecto a la pregunta si es importante que las empresas declaren sus emisiones al 
medio ambiente, los resultados fueron: un 51% manifiestan estar totalmente de 
acuerdo y un 49% están de acuerdo; ello se relaciona con los estudios de Fernández 
(2016) en su tesis de investigación denominada “Impuestos Verdes en Mercados 
Regulados. Aplicación de un impuesto a las emisiones en el sistema eléctrico 
chileno.”, al concluir que la regulación del impuesto a las emisiones de fuente fija 
busca que este gravamen sea pagado por los titulares de las fuentes contaminantes; 
entiéndase como fuente fija aquella actividad económica que extrae o aprovecha un 
recurso desde el lugar donde se genera, estableciendo en dicho lugar una plata 
productiva; en el presente caso nos encontramos ante fuentes fijas como la pesca, 
minería, agricultura y otros, actividades que deben ser controladas, para el usos 
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sostenible de los recursos, además, con esta herramienta lograremos estar cerca de 
los acuerdos internaciones que iniciaron en Kyoto de 1997, siendo un países que mide 
y trabaja en disminuir la emisión de elementos contaminantes. 
Respecto a la pregunta si este tipo de impuestos, basado en los Límites Máximo 
Permisibles, controlará los patrones de producción empresarial, para disminuir 
emisiones de riesgo, los resultados fueron: un 51% manifiestan estar totalmente de 
acuerdo, un 40% están de acuerdo y un 10% no están de acuerdo ni en desacuerdo; 
ello en relación a que las emisiones de riesgo o contaminantes de nuestro 
departamento no son manejados o controlados por el sistema de gestión ambiental 
regional actualmente; así consideramos lo manifestado por Ramos (2018) en su tesis 
denominada “Análisis de Impuestos Ambientales en Países de la Región, y Propuesta 
de Implementación de Estos, en Empresas de Transporte de Pasajeros como Medida 
de Protección al Medio Ambiente, por Emisiones de CO2, en Chiclayo, por ejemplo 
un impuesto ambiental como Medida de Protección al Medio Ambiente, por 
Emisiones de CO2, en Chiclayo, hacia el sector transporte, puesto que en otros países 
este impuesto ya se han incorporado; de igual consideramos que debería aplicarse 
con otros elementos contaminantes generados por el sector extractivo, al cual se 
enfoca la presente investigación, otro ejemplo es la actividad petrolera en el mar, que 
se pretende desarrollar en el departamento, a lo que Programa de las Naciones Unidas 
para el Medio Ambiente – PNUMA (2008), considera que podría generar impactos 
ambientales en el momento de la exploración y explotación, es por ello, que todo 
sector empresarial, deberá trabajar dentro lo límites máximos permisibles que 
contemple la ley, con la finalidad de resguardar el medio ambiente.  
Respecto a la pregunta si considera que para una adecuada sostenibilidad económica 
y ambiental debemos limitar y controlar las emisiones al medio ambiente, los 
resultados fueron: un 56% manifiestan estar totalmente de acuerdo y un 44% están 
de acuerdo, en relación al ámbito tributario, se relaciona con lo indicado por 
Leguizamón (2018) en su investigación denominada “Tributación para la 
Sostenibilidad Medio Ambiental, un Paralelo entre Colombia (Ley 1819 de 2016) Y 
dos Países de América Latina Pertenecientes A La OCDE”, en la cual precisa que 
“los impuestos verdes o tributos para la sostenibilidad ambiental son imposiciones 
creadas y destinados para dar un aporte al mejoramiento del ecosistema”; para ello 
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deberá limitar el uso de los recursos naturales para un control sistémico de las 
emisiones de actividad productiva. 
Respecto a la pregunta si considera que las personas jurídicas deben asumir 
económicamente sus riesgos contaminantes, conforme al principio de internalización 
de costos, los resultados fueron: un 53% manifiestan estar totalmente de acuerdo y 
un 47% están de acuerdo, ello se relaciona con lo señalado por Cárdenas et all (2019), 
en su investigación de trabajo de suficiencia profesional denominada “Los Costos 
Ambientales y su Efecto en la Gestión Gerencial de las Empresas Agroexportadoras 
de Espárragos”, que las compañías que asumen estos costos preventivos mejoran su 
imagen organizacional frente a otras compañías. Po ello el trabajo bajo límites 
permisibles, buenos practicas productivas, no solo le otorga otra calidad a la empresa, 
sino que además asegura la sostenibilidad de la economía, y del medio ambiente para 
las generaciones futuras. 
Respecto a la pregunta si es perceptible que la Gerencia de Recursos Naturales y 
Gestión Ambiental, vela por la calidad ambiental del departamento y sus recursos 
naturales, los resultados fueron: un 59% manifiestan estar en desacuerdo, un 35% 
están de total desacuerdo y un 6% no están de acuerdo ni en desacuerdo; ello se 
relaciona con lo precisado por Loyola (2014) en su investigación denominada “El 
Plan de Desarrollo Urbano Ambiental de las ciudad de Chiclayo como Herramienta 
para lograr la Sostenibilidad”, al determinar que en el departamento de Lambayeque 
no existe impuesto y mucho menos tributo en relación al medio ambiente, por 
ejemplo, que no existe notificaciones preventivas y multas por violaciones a las 
normas de disposiciones de residuos sólidos, otro ejemplo es lo precisado por 
PNUMA (2008), que las aguas residuales se utilizan para el riego de estructuras 
metropolitanas, riego de parques, y otros, sin medir factores contaminantes; así como 
no existe un control adecuado para la utilización de fertilizantes, plaguicidas, 
pesticidas y otras sustancias; de igual modo con las aguas residuales que van a las 
playas de nuestro litoral. 
Respecto a la pregunta si considera que la contaminación extractiva empresarial, 
debe contribuir al cumplimiento del derecho de la población a vivir en un ambiente 
sano y equilibrado, los resultados fueron: un 68% manifiestan estar totalmente de 
acuerdo y un 32% están de acuerdo, esta gran certeza se relaciona con lo señalado 
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por Göbel & Ulloa (2014), por ejemplo, en el sector extractivo minero, siempre 
resulta personas afectadas y con ellos ecosistemas dañados, por un mal control de sus 
riesgos ambientales, al afectar a la agricultura, ganadería, agua, salud y otros; sin 
embargo, Azpur & Baca (2017), nos explica que el extractivismo es clave para el 
desarrollo del país y la inclusión social, por lo tanto, es necesario que el sector 
extractivo, por sus actividades de riesgos contaminantes al medio ambiente, deban 
contribuir al derecho a la población a vivir en un ambiente sano y equilibrado. 
 
3.3. Aporte práctico 
 
 
LEY MARCO SOBRE LOS IMPUESTOS ECOLÓGICOS PARA REGULAR LA 
CONTAMINACIÓN EXTRACTIVA EMPRESARIAL, A NIVEL REGIONAL 
 
La egresada de la Facultad de Derecho de la Universidad Señor de Sipán, en función al 
ejerciendo el derecho de iniciativa legislativa que les confiere el artículo 107 de la 





Artículo 1. Objeto 
La Ley Marco sobre los impuestos ecológicos para regular la contaminación extractiva 
empresarial, a nivel regional, tiene por objeto establecer disposiciones generales, basados en 
principios y enfoques, para un proceso de diseño, ejecución, reporte, evaluación, creación y 
difusión de políticas públicas para la gestión integral, participativa y transparente del 
desarrollo de impuestos ambientales, en el marco de herramientas económicas, a fin de 
reducir la contaminación, proteger los recursos naturales, y mantener la calidad productiva, 
mediante el cual podamos hacer eficiente y efectivo los compromisos y acuerdos 
internacionales, ante la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, 
con enfoque tributario.  
Artículo 2. Principios 
La Ley Marco sobre los impuestos ecológicos para regular la contaminación extractiva 
empresarial, a nivel regional, se rigen y fundamentan bajo los principios establecidos en 
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la Ley 28611, Ley General del Ambiente; la Convención Marco de Naciones Unidas sobre 
el Cambio Climático, aprobada por la Resolución Legislativa 26185; la Política Nacional del 
Ambiente, aprobada por el Decreto Supremo 012-2009-MINAM; Ley 28245, Ley Marco del 
Sistema Nacional de Gestión Ambiental; Ley Marco del Cambio Climático Nº30754; Texto 
Único Ordenado del Código Tributario D.S Nº 133-2013-EF y los principios siguientes: 
 
2.1. Principio de responsabilidad empresarial ambiental. Conjunto de acciones y 
conductas en relación ética de la empresa con todo el entorno social y ambiental, en el cual 
desarrolla una actividad económica, para lograr metas empresariales sostenibles, 
preservando los recursos naturales. 
2.2. Principio del doble dividendo. Resultado doble de los impuestos ambientales, la 
primera recae en mejorar la conducta del contribuyente, al imponerle costes por las 
externalidades negativas de una actividad empresarial, la cual deberá disminuir con el 
tiempo. La segunda es el aumento del presupuesto público para invertir exclusivamente en 
proyectos ambientales, que otros tributos no pueden costear.  
 
2.3. Principio de transparencia tributaria. Definida como aquella que exige que todos los 
lineamientos, normativas, reglamentos, disposiciones y otros, propios del sistema tributario, 
sean claras y precisas, que permitan el entendimiento absoluto del contribuyente de sus 
derechos y deberes. 
 
 
Artículo 3. Enfoques para la gestión integral de los impuestos ecológicos 
3.1. Adaptación tributaria basada en producción eco sostenible. Integra teorías 
tributarias a la protección del ambiente, generando un balance entre la producción y el 
consumo, vado en beneficios tributarios, para recuperar, y proteger los recursos naturales de 
donde proviene la materia prima, con un enfoque de desarrollo sostenible; sirve como 
enfoque primordial para el diseño de herramientas económicas de prevención de los daños 
ambientales y cambio climático, garantizando la distribución justa y equitativa del uso de los 
recursos.  
 
3.2. Mitigación y adaptación basada en límites máximos permisibles. Desarrolla un 
mecanismo de evaluación aplicable con igualdad, acorde a lo límites desarrollados, a 
consecuencia de vertimientos y emisiones al medio ambiente, en el agua, suelo, y aire, a 
través de la creación, gestión y desarrollo obligatorio de Límites Máximos Permisibles, a 
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toda actividad extractiva de riesgo ambiental, que prevea su vulnerabilidad ante los efectos 
del cambio climático, y que garantice el derecho de un ambiente sano y equilibrado. 
 
3.3. Mitigación y adaptación basada Estándares de Calidad Ambiental. Desarrolla un 
mecanismo de evaluación aplicable con igualdad, acorde a Estándares de Calidad Ambiental 
nacional e internacional, a través de incentivos, para que las empresas puedan desarrollar y 
modernizar la industria extractiva, a fin de lograr mejores prácticas productivas, para la 
sostenibilidad ambiental y económica.  
 
3.4. Adaptación tributaria basada en responsabilidad empresarial ambiental. La 
gestión integral del de impuestos ambientales está orientada, a mejorar más acciones 
empresariales a favor del medio ambiente, para balancear los costes ambientales y 
empresariales del aprovechamiento de los recursos naturales, por una actividad de riesgo 
contaminante.  
 
3.5. Mitigación y adaptación tributaria basada en externalidad negativas. La gestión 
integral del de impuestos ambientales está orientada desarrollar un sistema de valores, acorde 
al precio del recurso natural en el mercado, desarrollando costes negativos, a favor del medio 
ambiente. 
 
3.6. Mitigación y adaptación tributaria basada en la descentralización y 
territorialidad. Incorpora la mitigación y adaptación tributaria en materia ambiental, con 
enfoque en la descentralización de tributos, con orden legislativo, así como 
descontaminación territorial a escala regional, para la protección de ecosistemas y 
construcción de espacios sostenibles, resilientes y ambientalmente seguras. 
 
3.7. Enfoque intergeneracional. Las decisiones y acciones tomadas del sector privado y 
estatal deben asegurar la calidad y prolongación de los recursos naturales, en beneficio de 
las generaciones futuras, para que estas puedan tener derecho a una vida saludable y no 
menor a calidad al de la generación actual. 
 
3.8. Enfoque de derechos humanos. Diseña, ejecuta, monitorea y evalúa las medidas de 
mitigación y adaptación al cambio climático, considerando su impacto en los derechos 
humanos, particularmente, de las mujeres, niños, pueblos indígenas u originarios, y otros 




3.9. Desarrollo empresarial bajo en contaminantes. La gestión integral del de impuestos 
ambientales está orientada a desligar el crecimiento de las emisiones de gases, sustancias 
tóxicas, residuales y sonoras, dando cumplimiento a los estándares de calidad mundiales de 
competitividad y desempeño ambiental. 
  
3.10. Gestión tributaria ambiental. Incorpora en el sistema de gestión ambiental, la 
fiscalidad de estos tributos para ser recaudados y distribuidos especialmente en materia 
ambiental, según las necesidades y proyectos de la región.  
 
CAPÍTULO II 




Artículo 4. Gestión integral del impuesto ecológico 
El impuesto ecológico para regular la contaminación extractiva empresarial, a nivel regional, 
se incorporan a las planes, estratégicas, políticas, programas y proyectos de inversión, de los 
tres niveles de gobierno, así como a los compromisos internacionales, y en el marco de sus 
competencias y funciones, de manera irrestricta y complementaria, bajo un proceso 
transparente e inclusivo del sector público, privado y de la sociedad civil, a fin de integrar el 
crecimiento económico y el desarrollo sostenible del país. 
Artículo 5. Autoridades competentes 
5.1. El Ministerio del Ambiente es la autoridad nacional y técnico-normativa en dicha 
materia, en el marco de sus competencias establecidas en la Ley General del Ambiente, en 
el diseño de los instrumentos económicos ambiental y su aplicación; el Ministerio promueve 
la incorporación de impuestos ecológicos en coordinación con el Ministerio de Economía y 
Finanzas, y asegurar su cumplimiento de los plazos y el cronograma de inversiones 
ambientales, entre otros, así como los demás programas y compromisos en los tres niveles 
de gobierno, para mejorar la conducta de agentes económicos a favor del medio ambiente. 
 
5.2 El Ministerio de Economía y Finanzas es la autoridad nacional, con poder ejecutivo, en 
el ámbito del sector económico y finanzas en el marco de sus competencias establecidas en 
su ley y reglamento; impulsa el crecimiento económico sostenido, garantizando una política 
fiscal responsable y transparente, promueve la competitividad, la mejorar de la productividad 




5.2. Los demás ministerios, los gobiernos regionales y locales, así entidades adscritas al 
Ministerio del Ambiente, se constituyen en autoridades competentes, para articular, 
monitorear y evaluar la gestión integral las políticas ambientales, para la creación integral y 
eficiente de impuestos ambientales, sistematizando sus acciones en un sistema de tributación 
ambiental.  
 
Artículo 6. Autoridad nacional 
El Ministerio del Ambiente es responsable de: 
6.1.  Dirigir, diseñar, coordinar, implementar, evaluar, monitorear, articular y rediseñar las 
políticas públicas de alcance nacional en materia tributaria ambiental, vinculadas a las 
herramientas económicas de su competencia. 
6.2. Informar anualmente ante el Pleno del Congreso de la República sobre el progreso del 
cumplimiento de las metas de adaptación tributaria al sistema ambiental nacional y regional.  
6.3. Desarrollar recomendaciones e incentivos económicos, a las empresas extractivas, por 
mejorar sus sistemas de producción por otras menos contaminantes, para ser adaptado y 
cumplimiento a nivel regional 
6.4. Promover y realizar investigación científica y desarrollo tecnológico para la creación de 
impuestos ambientales, a través de sus entidades adscritas y especializadas. 
6.5. Elaborar periódicamente inventarios nacionales y regionales de sustancias dañinas al 
medio ambiente, en coordinación con las entidades públicas de los tres niveles de gobierno. 
6.6. Incorporar al Sistema Nacional de Información Ambiental la investigación científica y 
desarrollo tecnológico existente, sobre impuestos ambientales. 
6.7. Administrar con eficiencia los recursos públicos del Estado. 
 
La Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria (SUNAT), es 
responsable de: 
 
6.8. Ser el órgano técnico y consultivo en materia económica, de valores y precios.  
 
El Ministerio de Economía y Finanzas es responsable de: 
6.9. Planear y coordinar con el Ministerio del Ambiente, los estudios técnicos y científicos 
para la implantación de impuestos ecológicos, como parte de su función fiscal.  
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6.10 Controlar los asuntos relativos a la política fiscal, financiación, endeudamiento, 
presupuesto, tesorería y contabilidad, a nivel nacional, respetando la función regional del 
tributo. 
6.11. Planear, dirigir, controlar las políticas de la actividad empresarial financiera del Estado 
así como armonizar la actividad económica, en relación a los impuestos ambientales.  
6.12. Planear, dirigir y controlar los asuntos relativos a la política arancelaria. 
6.13. Controlar la administración de los impuestos ecológicos, por parte del Ministerio del 
Ambiente. 
 
Artículo 7. Autoridades sectoriales 
 
Las entidades adscritas al Ministerio del Ambiente en el ámbito de sus competencias y 
funciones, son responsables de: 
 
7.1. Realizar informes técnicos, de la actividad empresarial, en relación al recurso natural de 
su competencia, agua, suelo y aire, a pedido de la Autoridad Ambiental.  
7.2. Monitorear las emisiones de riesgo ambiental en el cumplimiento de las normas 
ambientales, e informar de ser el caso a la Autoridad Ambiental. 
7.3. Fomentar el desarrollo de los impuestos ambientales. 
 
Artículo 8. Autoridades regionales y locales 
8.1. La Autoridad Ambiental Regionales, en el ejercicio y ámbito de sus respectivas 
funciones, incorporan instrumentos económicos, incluyendo los de carácter tributario, 
conforme a lo establecido en la Ley General del Ambiente, y previa creación legislativa, a 
propuesta del Ministerio del Ambiente.  
8.2. La Autoridad Ambiental Regional, es competente para la administración de sus 
recaudaciones y la obligación de implementar un sistema fiscal ambiental, sin corrupción, 
institucional y transparente. 
8.3. Realizar un registro anual de los establecimientos afectos. 
Asegurar el cumplimiento de los Límites Máximos Permisibles y los Estándares de Calidad 
Ambiental, con fines de deducción tributaria. 
8.4. Desarrollar políticas regionales en materia de impuestos ecológicos. 
8.5. Controlar las emisiones de las empresas, a través de auditorías regionales y las entidades 
adscritas al ministerio del ambiente. 
 




El sector privado, la sociedad civil y los pueblos indígenas u originarios, dentro del marco 
de la normatividad vigente, recomiendan acciones de adaptación y mitigación de la 
contaminación a través del uso de los impuestos ecológicos, y recomiendan proyecto de 
interés socio ambiental.  
La participación de los actores no estatales se rige conforme a la Ley 29785, Ley de Consulta 
Previa. 
CAPÍTULO III 
MARCO TRIBUTARIO PARA LA GESTIÓN INTEGRAL DE LOS IMPUESTOS 
ECOLÓGICOS 
 
Artículo 11. Naturaleza jurídica 
El impuesto sobre las emisiones de las empresas extractivas, es un tributo de carácter directo 
y de naturaleza real que grava la realización de actividades de producción que genere riesgos 
y emisiones contaminantes, a través de sus instalaciones industriales para la extracción de un 
recurso natural. 
Artículo 12. Ámbito territorial.  
12.1. El impuesto se aplicará respetando el territorio regional, según sus recursos y 
actividades económicas de extracción. 
Artículo 13. Hecho imponible 
1. Constituye el hecho imponible, las emisiones de riesgo ambiental, al agua, suelo y aire, 
producto de actividades productivas de extracción del recurso natural. 
2. Las emisiones de riesgo ambiental, al agua, suelo y aire, serán correspondientes y medidos 
por los Límites Máximos Permisibles (LMP) de cada actividad. 
  
Artículo 14. Contribuyentes 
Son contribuyentes del impuesto ecológico las personas naturales o jurídicas que realicen 





Artículo 15. Base imponible 
15.1. La base imponible del impuesto estará constituida por los Límites Máximos 
Permisibles, establecidos para actividad extractiva, en la cual deberá recaer el límite de las 
emisiones del contribuyente por la extracción de un recurso natural, en el período impositivo 
y dentro del territorio regional. 
 
15.2. La base imponible definida en el apartado anterior se determinará para cada instalación 
en la que se realicen las actividades extractivas. 
 
Artículo 16. Período impositivo y devengo.  
El período impositivo coincidirá con el año natural, salvo en el supuesto de cese del 
contribuyente en el ejercicio de la actividad extractiva, en cuyo caso finalizará el día en que 






PRIMERO. Registro de reducción de emisiones 
El Ministerio del Ambiente registra y contabiliza las unidades de reducción de emisiones de 
las empresas extractivas, con el objetivo de asegurar el cumplimiento de los impuestos 
ecológicos, con informes regionales y nacionales. Para asegurar y medir la eficacia de este 
tributo en el comportamiento empresarial hacia el medio ambiente.  
SEGUNDA. Incorporación del Derecho Tributario Ambiental  
El Ministerio del Ambiente y el Ministerio de Economía y Finanzas incorporan los 
lineamientos del Derecho Tributario Ambiental del Perú, en su sistema de gestión ambiental 
y administrativo a nivel nacional y regional.  
TERCERA. Financiamiento 
El presupuesto se desarrollará con aportes estatales, privados y de cooperación internacional, 
que financien la investigación y posterior implementación de los impuestos ecológicos, a 





El Ministerio del Ambiente reglamentará la presente ley, en un plazo razonable, previas 
investigaciones, estudios técnicos nacionales e internacionales, bajo consulta de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y otras instituciones 
afines, bajo responsabilidad funcional y política de su titular. 
 








1. Actualmente la contaminación extractiva en el departamento, no cuenta con un 
instrumento económico sostenible que permita una mejor inversión en un ambiente 
sano; la misma que deberá ser implementada en el Sistema de Gestión Ambiental 
regional, teniendo en cuenta la descentralización tributaria, favoreciendo con un 
proyecto de ley al ingreso fiscal de las regiones para la mejora de la calidad de vida 
las personas y al cumplimiento apreciable de un ambiente sano y equilibrado. 
2. La contaminación extractiva se está expandiendo gracias a que sus actividades 
económicas en la región son de gran aporte al producto bruto interno, por lo tanto las 
emisiones negativas al ambiente, han aumentado. En ese sentido, La contaminación 
extractiva se encuentra en un estado de desamparo por parte del Sistema de Gestión 
Ambiental Regional, al no ser eficiente en el cuidado del medio ambiente, como 
recuperación, creación de espacios ecológicos, educación ambiental, ni en la 
fiscalidad normativa relacionada al tema. 
3. Los impuestos ecológicos están diseñados para contrarrestas las emisiones al agua, 
suelo y aire, producto de las actividades productivas; asimismo sirve para proponer 
cambios e inversiones de índole ambiental, a través de beneficios tributarios por una 
mejor conducta empresarial. 
4. Los resultados, mejoran la conducta empresarial e incrementan la inversión estatal, 
específicamente en el medio ambiente, por esa razón son acordes al doble dividendo 
de los impuestos verdes en el mundo, porque su principal objetivo es mejorar la 
calidad del ambiente; y segundo es aumentar los presupuestos para invertir en 











1. Se recomienda crear un proyecto de ley marco, para establecer impuestos ecológicos 
a nivel regional, para contrarrestas las externalidad negativas del extractivismo, de 
manera que este instrumento tributario, permita materializar los derechos 
ambientales, para proteger el medio ambiente, tal como hace referencia la Ley N° 
28611- Ley General del Ambiente, teniendo en cuenta el marco normativo 
económico y tributario del país. 
2. El sistema tributario, para lograr sus fines ambientales, debe basar su implementación 
en beneficios tributarios de manera descentralizada, y con ello incentivar prácticas 
ambientalmente adecuadas, relacionadas a la responsabilidad empresarial, así como 
de estándares de calidad, de tal manera que podamos hacer efectivos los objetivos de 
la Política Nacional Ambiental y las normas ambientales. 
3. Desarrollar mayores y mejor Límites Máximos permisibles, acordes a los estándares 
internacionales, de todas las actividades económicas del país, para que sirvan como 
herramienta fundamental de fiscalización de emisiones y al Derecho Tributario 
Ambiental.  
4. Generar una alta comisión de investigación por parte del Ministerio del Ambiente y 
del Ministerio de Economía y finanzas, articulado con órganos internacionales para 
estudiar y analizar la posibilidad de implantación de impuestos ecológicos en el Perú, 
no solo en el sector extractivo, si no hacia otros sectores económicas con 
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TÍTULO PROBLEMA OBJETIVOS HIPÓTESIS VARIABLES DIMENSIONES





proponer impuestos ecológicos para regular la contaminaciòn 




1.-Diagnosticar el estado actual de la contaminaciòn extractiva 
empresarial en el Sistema de Gestión Ambiental Regional de 
Lambayeque
PECUNIARIO
2.-Identificar los factores influyentes en la contaminaciòn 
extractiva empresarial en el Sistema de Gestión Ambiental 
Regional de Lambayeque
BENEFICIARIO
3.-Diseñar impuestos ecológicos para regular el Sistema de 
Gestión Ambiental Regional de Lambayeque
ACTIVIDAD 
CONTAMINANTE  
4.-Estimar los resultados que generará la implantación 
impuestos ecológicos en la contaminaciòn extractiva 



















DE LAS EMPRESAS 





¿Cómo regular la 
contaminaciòn 
extractiva 
empresarial en el 
Sistema de Gestión 
Ambiental Regional 
de Lambayeque?





empresarial en el 















Variables Definición Conceptual Dimensiones Indicadores
Ítem / 
Instrumento
OBLIGATORIO Normativo, principios y polìticas
ECONÓMICO recaudación, presupuestos, inversiones
BENEFICIARIO capacidad , deducciones, control
ACTIVIDAD 
CONTAMINANTE  
auditorías, ficalizaciones, informes técnicos
ASIMILACIÒN AMBIENTAL
estudios de EIA, estàndares de calidad ambiental, límites 
máximos permisibles.






Según Håvard (2016). Es la explotación de 
recursos naturales, ya sean renovables o no 
renovables, cuya actividad puede inutilizar
una zona para la producción agrícola y los 
asentamientos humanos, vulnerando derechos 
fundamentales y ambientales.
Entrevista




Según Pitrone (2014), es una herramienta 
tributaria "con
efectos en el medio ambiente que puedan
inducir cambios de conducta y disuadir de
comportamientos dañinos al medio ambiente"
Entrevista
 125 
 
 126 
 
 
